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EL CENTRO DEL SUR 

 

 

 

En agosto de 1995 se estableció el Centro del Sur como una organización 

intergubernamental permanente de países en desarrollo. El Centro del Sur 

goza de plena independencia intelectual en la consecución de sus 

objetivos de fomentar la solidaridad y la cooperación entre los países del 

Sur y de lograr una participación coordinada de los países en desarrollo en 

los foros internacionales. El Centro del Sur elabora, publica y distribuye 

información, análisis estratégicos y recomendaciones sobre asuntos 

económicos, políticos y sociales que interesan al Sur. 

 

El Centro del Sur cuenta con el apoyo y la cooperación de los gobiernos 

de los países del Sur, colabora frecuentemente con el Grupo de los 77 y 

China, y el Movimiento de los Países No Alineados. En la elaboración de 

sus estudios y publicaciones, el Centro del Sur se beneficia de las 

capacidades técnicas e intelectuales que existen en los Gobiernos e 

instituciones del Sur y entre los individuos de esta región. Se estudian los 

problemas comunes que el Sur debe afrontar, y se comparten experiencia 

y conocimientos a través de reuniones de grupos de trabajo y consultas, 

que incluyen expertos de diferentes regiones del Sur y a veces del Norte. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 

En este documento se analizan los procesos de renegociación de contratos de petróleo y 

gas entre 2003 y 2010 en dos países latinoamericanos: el Estado Plurinacional de 

Bolivia (Bolivia) y la República del Ecuador (el Ecuador), que cuentan con importantes 

reservas y producción de hidrocarburos. El Ecuador cuenta con 6 900 millones de 

barriles de reservas probadas de petróleo, produce 550 000 barriles de petróleo al día, 

exporta diariamente 390 000 barriles y es miembro de la Organización de Países 

Exportadores de Petróleo (OPEP). Bolivia cuenta con 10,5 billones de pies cúbicos de 

reservas de gas natural y exporta 1, 65 millones de pies cúbicos diarios a la Argentina y 

al Brasil, dos de sus países vecinos. 

 

En esos años se llevaron a cabo reformas significativas de la Constitución y se 

aplicaron leyes de hidrocarburos en Bolivia y en el Ecuador. Dichas reformas sentaron 

las bases de la renegociación de los contratos de petróleo y gas. Ambos países 

emprendieron asimismo un importante proceso de modernización y fortalecimiento de 

las empresas estatales, que en el caso del Ecuador habían quedado marginadas y en el 

de Bolivia habían desaparecido casi por completo con las reformas neoliberales 

aplicadas en la década de 1990 y comienzos del siglo XXI. 

 

En Bolivia este proceso de reforma comenzó en 2003 con las protestas nacionales 

que derrocaron al Gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, debido a su política de 

exportación del gas natural. En 2004 el nuevo Gobierno de Carlos Mesa celebró un 

referéndum nacional sobre las nuevas políticas de hidrocarburos que debería adoptar el 

país. En 2006 el nuevo presidente, Evo Morales, completó el proceso de renegociación 

de los contratos con las empresas extranjeras y en 2010 se aprobó una nueva 

Constitución. Ambos hechos han contribuido al aumento de los ingresos del Estado 

gracias en gran parte al incremento de las regalías, pero sobre todo porque la empresa 

estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) tomó el control del 

proceso de comercialización y venta de gas natural orientándolo a satisfacer las 

necesidades del país. 

 

En el Ecuador el proceso comenzó en 2005 cuando el Gobierno terminó el 

contrato con la petrolera Occidental Petroleum de los Estados Unidos por 

incumplimiento de contrato. En 2006 el nuevo Gobierno del presidente Rafael Correa 

promulgó la Ley 42-2006, que aumentó el impuesto sobre los beneficios extraordinarios 

generados por los altos precios del petróleo. Esta medida fue el comienzo de una larga 

disputa con las empresas petroleras, algunas de las cuales recurrieron al arbitraje 

internacional. En 2008 se aprobó una nueva Constitución que redefinía el papel del 

Estado en la explotación de los recursos naturales no renovables. El proceso de 

renegociación de los contratos petroleros se emprendió en 2009 y finalizó en 2010. 

Estos contratos se convirtieron en contratos de servicios, lo que supone que el Estado 

les paga a las empresas una tarifa por sus servicios y Petroecuador mantiene la 

propiedad de los hidrocarburos extraídos.  

 

Como se ha dicho, en ambos países los Gobiernos convocaron elecciones 

generales para la formación de una Asamblea Constituyente, lo cual indicaba que un 

proceso firme y complejo de cambios sociales, políticos y económicos estaba teniendo 

lugar. Estos procesos duraron varios años y no estuvieron exentos de enconados 
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conflictos, lo que demuestra que los cambios en la legislación sobre hidrocarburos, que 

es el objeto de nuestro estudio, formaron parte de un proceso mucho más general. 

 

En este documento se analizan las medidas adoptadas para la reforma de la 

política sectorial en el ámbito de los hidrocarburos y nuestra conclusión es que han sido 

favorables. Es importante destacar igualmente que en este documento no se analizan las 

políticas macroeconómicas (fiscales, monetarias, cambiarias y comerciales). Tampoco 

forman parte de este estudio el análisis de las políticas sociales (transferencias directas 

de dinero, cajas de pensiones, desempleo, derechos de las mujeres) ni las políticas 

medioambientales (deforestación, colonización de la cuenca del Amazonas, respeto de 

las áreas naturales protegidas y el derecho a la consulta previa e informada de los 

pueblos indígenas).  

 

El documento está estructurado de la siguiente manera: en el capítulo I se define 

el marco general de la situación del sector de los hidrocarburos en los países 

latinoamericanos y se presentan la síntesis y las conclusiones del estudio. En el capítulo 

II se examina la nacionalización del sector de los hidrocarburos en Bolivia de 2002 a 

2010, mientras que en el capítulo III se analizan la nueva Constitución del Ecuador de 

2008 y la renegociación de los contratos de hidrocarburos. Por último, se presentan tres 

anexos: en el Anexo I se describen los casos de arbitraje entre el Ecuador y las empresas 

privadas ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones 

(CIADI). En los Anexos 2 y 3 se presenta brevemente el punto de vista del Fondo 

Monetario Internacional (FMI) sobre los resultados generales de Bolivia y el Ecuador.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 Recuperar la soberanía sobre los recursos naturales: los casos de Bolivia y el Ecuador 3 

 

 

 
I. EL CONTEXTO DE LOS RECURSOS NATURALES EN AMÉRICA LATINA EN EL 

NUEVO SIGLO Y LA RENEGOCIACIÓN DE LOS CONTRATOS DE HIDROCARBUROS 

EN BOLIVIA Y EL ECUADOR 
 

 

Una de las principales características de América Latina es la oferta abundante de 

recursos naturales minerales y de hidrocarburos. En la mayoría de los países de la 

región las exportaciones de minerales e hidrocarburos superan el 50 % del total de las 

exportaciones, lo cual tiene un doble efecto: por una parte, los ingresos provenientes de 

recursos naturales son una fuente significativa de ingresos de divisas e impuestos.  
 

 Por otra parte, traen consigo una dependencia excesiva de las exportaciones de 

productos básicos. Cabe señalar que el FMI considera que los países «dependen de los 

recursos naturales» cuando sus exportaciones de productos básicos superan entre un 

20% y un 25 % de las exportaciones totales (FMI, 2012).  

 

Las Constituciones de los países latinoamericanos reconocen al Estado como 

propietario de los recursos generados por el sector extractivo (principalmente 

hidrocarburos, pero también minerales). En consecuencia, la mayoría de los países de 

América Latina han establecido diferentes regímenes de concesión, regímenes 

arancelarios y regalías específicas para estos sectores. Asimismo, en todos los eslabones 

de la cadena de valor del sector de hidrocarburos de casi todos los países hay empresas 

estatales.  

 

La relación entre el Estado y las empresas extranjeras ha pasado por diferentes 

momentos y la balanza se ha inclinado hacia alguna de ambas partes en varias 

ocasiones. Así pues, las importantes rentas del petróleo (y la minería) han sido 

tradicionalmente motivo de controversias entre el Estado y las empresas petroleras 

extranjeras que muchas veces han terminado en expropiaciones y/o en la renegociación 

de los contratos. Este ha sido el caso en Bolivia y en el Ecuador, países objeto de 

estudio en este documento. 

 

El crecimiento económico de la región entre 2003 y 2008, así como el aumento 

del consumo, la disminución de las tasas de pobreza y de desigualdad, se relacionaron, 

entre otros factores, con los elevados precios (el «super ciclo») de los recursos 

naturales. El aumento de los precios internacionales de los recursos naturales que 

comenzó en 2003, y alcanzó máximos históricos en 2007, trajo consigo un crecimiento 

sin precedentes del valor de las exportaciones del sector primario en América Latina y 

el Caribe. Tras la crisis financiera mundial en 2008 los precios de los productos básicos 

disminuyeron en julio y agosto del mismo año, pero repuntaron hasta alcanzar un nivel 

casi igual al máximo anterior entre 2010 y 2012. Este ciclo favorable contribuyó 

significativamente a mejorar los resultados macroeconómicos y la situación de las 

finanzas públicas de los países de la región exportadores de hidrocarburos. 
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Cuadro 1 

América Latina, determinados países  

Dependencia de productos básicos y concentración de las exportaciones, 2010 

Dependencia 

(Exportaciones netas de productos básicos como porcentaje del producto interno bruto (PIB)) 

Menos de 0 El Salvador / Costa Rica 

0 a 5 México / Guatemala / Brasil 

5 a 10 Colombia/ Perú / Argentina /Uruguay 

10 a 15 Venezuela / Paraguay 

15 a 20 Ecuador / Chile 

Más de 20 Bolivia  

Concentración de las exportaciones 

(Exportaciones brutas de productos básicos como porcentaje del total de las exportaciones) 

Menos de 30 México / El Salvador / Costa Rica 

30 a 40 Argentina / Paraguay 

40 a 50 Guatemala / Brasil / Uruguay 

50 a 60 Perú 

60 a 70 Colombia / Chile 

Más de 70 Venezuela / Ecuador / Bolivia 

Fuente: Adler y Sosa 2011.   

 
 

De acuerdo con la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

(CEPAL, 2015), los ingresos fiscales procedentes de la producción de hidrocarburos 

registraron un aumento constante de 2000 a 2013 en la mayoría de los países de 

América Latina. Una razón de peso tras este aumento fueron los precios inusualmente 

elevados del petróleo en el super ciclo de los precios de los productos básicos. En la 

mayoría de los países productores de hidrocarburos los altos precios internacionales 

impulsaron la renta económica potencial del sector. 

 

Cabe señalar que mientras que en todos los países aumentaron los ingresos de 

exportación y los ingresos totales gracias a los elevados precios (véase el Cuadro 2), 

algunos países obtuvieron mejores resultados que otros. En Bolivia y el Ecuador los 

ingresos del petróleo aumentaron no solo debido a los precios altos, sino también, como 

veremos más adelante, al emprendimiento de importantes reformas de la Constitución y 

de las leyes de hidrocarburos, que dieron lugar a la renegociación de contratos con las 

empresas extranjeras.  

 

En Bolivia, los ingresos fiscales procedentes del sector de hidrocarburos como 

porcentaje del PIB total aumentaron de un 2, 7 % entre 2000 y 2003 a un 10, 2 % entre 
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2010 y 2013. Como porcentaje de los ingresos del sector económico
2
, los ingresos 

fiscales procedentes de los hidrocarburos se triplicaron pasando de un 27, 9 % entre 200 

y 2013 a un 73, 6 % entre 2010 y 2013.  Por último, los ingresos fiscales procedentes de 

los hidrocarburos como proporción de los ingresos fiscales totales aumentaron más de 

un 100 % pasando de un 11, 0 % entre 2000 y 2003 a un 29, 9 % entre 2010 y 2013.  

 

 

Cuadro 2 

 
Fuente: CEPAL (2015). 

 
 

Este aumento está relacionado con el cambio en el régimen de regalías, en 

particular, al impuesto directo a los hidrocarburos o IDH (La ley de Hidrocarburos 3058 

de 2005 aumentó la regalía del 18 % al 50 %), a la renegociación de los contratos en 

2006 y a la renegociación de los contratos de exportación de gas natural con la 

Argentina y el Brasil, que supuso el aumento de los precios y unos mayores volúmenes 

contractuales. 

 

En el Ecuador los ingresos fiscales procedentes del sector de hidrocarburos como 

porcentaje del PIB total pasaron de 5, 7 % entre 2000 y 2003 a un 13,4 % entre 2010 y 

2013; es decir, aumentaron más del doble. Como proporción de los ingresos 

provenientes del sector económico, los ingresos fiscales procedentes del sector de 

hidrocarburos aumentaron de un 44, 9 % entre 2000 y 2003 a un 69, 3 % entre 2010 y 

2013. Por último, los ingresos fiscales procedentes del sector de hidrocarburos como 

proporción de los ingresos fiscales totales aumentaron de un 29, 3 % entre 2000 y 2003 

a un 40, 3 % entre 2010 y 2013.  

 

La absorción del Bloque 16 por parte de Petroecuador, así como la Ley 42, que 

supuso un aumento significativo del impuesto sobre los beneficios extraordinarios, 

impulsaron considerablemente el aumento de los ingresos en el Ecuador en 2006. En 

2010, tras la promulgación de la nueva Constitución, se firmaron nuevos contratos de 

servicios con empresas petroleras que generaron un aumento de los ingresos del Estado.  

                                                        
2
 Los ingresos del sector económico corresponden a los ingresos calculados por el Banco Mundial 

(Indicadores del desarrollo mundial (IDM) y representan la producción de petróleo y gas natural tomando 

en cuenta el valor del precio internacional y excluyendo los costes de extracción. 

 



6 Documento de investigación 

 

 

 

 

La gestión pública y la maldición de los recursos naturales 
 

Según algunos analistas, los países con abundantes recursos naturales tienden a ser 

económicamente menos desarrollados que los países carentes de recursos naturales. Los 

estudios empíricos que apoyan esta hipótesis, conocida como la «maldición de los 

recursos naturales» examinan los diversos canales a través de los cuales podría darse 

este fenómeno. Dichos estudios se centran principalmente en el efecto que unos 

mayores ingresos en divisas provenientes de la explotación de recursos naturales tienen 

sobre el tipo de cambio y provocan una apreciación de la moneda nacional. A esto se le 

conoce como el síndrome holandés, cuando la apreciación de la moneda da lugar a la 

disminución de los precios relativos de los bienes importados y favorece el consumo de 

bienes importados en vez del consumo de bienes producidos en el país. La apreciación 

de la moneda también aumenta el costo relativo de los productos industriales nacionales 

y los hace menos competitivos en los mercados internacionales de exportación. 

 

En estos estudios se afirma igualmente que unos mayores ingresos en divisas 

producen o generan prácticas de captación de rentas que desalientan la aplicación de 

políticas económicas capaces de ampliar la base industrial del país a fin de generar 

mayores ingresos y más empleo. Asimismo, se aduce que la gestión de cuantiosos 

ingresos públicos en condiciones de debilidad institucional y de poca transparencia y 

control social puede fomentar la corrupción administrativa y la ineficiencia en la 

asignación de recursos y debilitar las relaciones sociales.  

 

Todos estos factores negativos traen consigo inevitablemente dos consecuencias: 

en primer lugar, los países con abundantes recursos naturales tienen tasas de 

crecimiento más bajas que los países que carecen de estos recursos y en segundo lugar, 

tienden a presentar una desigualdad en la distribución de los ingresos nacionales que 

contribuye a una mayor desigualdad social. 

 

Sin embargo, otros analistas afirman que la «maldición» de los recursos naturales 

no existe per se y por consiguiente, no es inevitable. Sus estudios demuestran que 

aunque los problemas anteriores existen, pueden evitarse y combatirse mediante 

políticas económicas y sociales adecuadas, un sólido marco institucional y una mejor 

gestión pública de los recursos naturales. Por lo tanto, la «maldición» se limitaría a los 

países con una gestión pública deficiente.  

 

La gestión pública de los recursos naturales comprende todas las políticas de los 

países soberanos en materia de propiedad, apropiación y distribución de los recursos 

naturales a fin de maximizar su contribución al desarrollo de acuerdo con criterios de 

sostenibilidad. Sin duda, esto supone numerosos desafíos en materia de políticas y de 

capacidad de gestión pública
3
. Este ha sido el caso de Bolivia y el Ecuador, como 

veremos más adelante, aunque este proceso aún es incipiente. 

                                                        
3
 La CEPAL define la gestión pública como la acción y el ejercicio conjuntos de la autoridad pública por 

parte de agentes estatales (ejecutivos, legislativos, judiciales y de organismos de reglamentación, entre 

otros) mediante el marco vigente de políticas, instituciones y reglamentaciones. La gestión pública de los 

recursos natuales se ejerce mediante el conjunto de instituciones formales (como el marco constitucional, 

la legislación, el marco fiscal y la reglamentación sectorial), instituciones informales (reglas implícitas en 

las prácticas habituales) y decisiones políticas soberanas que, todas juntas, influyen en la manera como 
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Dependencia, vulnerabilidad y diversificación productiva  

 
Las economías de los países de América Latina exportadores de productos básicos se 

beneficiaron considerablemente del auge de los precios de estos productos en los 

últimos años. Estos resultados recientes sirven para recordar que la región no debería 

pasar por alto la ventaja comparativa que suponen sus recursos naturales ni su gran 

potencial. Tampoco debe olvidarse de los riesgos de un desarrollo que depende de los 

sectores primarios o por consiguiente, de la necesidad de desarrollar capacidades 

institucionales para gestionarlos de manera responsable. Sin embargo, el 

aprovechamiento de este conjunto de factores debe combinarse con adelantos en lo que 

respecta a una estructura de producción más diversificada que aporte más cambios 

técnicos y cree empleos de calidad que sustenten sociedades con mayores niveles de 

igualdad y oportunidades de desarrollo para todos. 

 

La caída abrupta de los precios de los productos básicos marca el final del 

superciclo y evoca la necesidad de alejarse de la tendencia de algunos Gobiernos a 

considerar que el aumento de los precios es permanente y la caída de los mismos es algo 

temporal. Por una parte, esta visión perpetúa la dependencia económica excesiva de los 

recursos naturales, que genera una gran vulnerabilidad habida cuenta de que los precios 

de los productos básicos son muy sensibles a los resultados económicos mundiales. Por 

otra parte, va en contra de la necesidad de los países de aplicar reformas estructurales a 

fin de contar con economías más diversificadas y otros motores productivos de 

crecimiento.  

 

Este es pues el contexto general de los casos de Bolivia y el Ecuador durante el 

primer decenio del nuevo siglo que se analizan en este documento. 

 
 
Síntesis y conclusiones 

 
1. Los procesos de renegociación de los contratos de petróleo y gas en el Ecuador y 

Bolivia demuestran que la voluntad política de los Gobiernos y de la población es 

indispensable para cambiar las condiciones desfavorables de los contratos vigentes de 

petróleo y gas. En ambos países tuvieron lugar importantes movilizaciones sociales que 

dieron lugar a nuevas Constituciones y marcos jurídicos. 

 

2. En ambos países con abundantes recursos naturales las rentas de los hidrocarburos 

aumentaron considerablemente y generaron un aumento de los ingresos fiscales y de las 

reservas de divisas. En Bolivia el nuevo régimen jurídico aumentó los ingresos fiscales 

en 34 600 millones de dólares de los Estados Unidos de 2005 a 2015. Sin el marco 

legislativo establecido antes de la renegociación solo habrían podido recaudarse 14 500 

                                                                                                                                                                  
operan los sectores extractivos. Esta estructura de gobernanza determina los regímenes de propiedad 

sobre los bienes (por ejemplo, las leyes sobre concesiones), marcos impositivos (tratamiento fiscal 

específico para estos sectores), mecanismos de ahorro, distribución y uso de las rentas públicas de estos 

sectores (fondos de inversión y estabilización) y otras funciones que rigen actividades en relación con los 

sectores extractivos de recursos naturales (CEPAL, 2014). 
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millones de dólares. Según la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Comercio y 

el Desarrollo (UNCTAD), el porcentaje de los ingresos de los Gobiernos en rentas 

provenientes de la industria petrolera aumentó de un 71, 8 % a un 93, 5 % de 2004 a 

2012.  

 

3. Estas rentas se destinaron a nuevas e importantes inversiones en el sector de la 

energía y otros sectores de la economía. Los ingresos provenientes del sector de 

hidrocarburos también fueron destinados a programas sociales (por ejemplo, pensiones, 

asignación de recursos contra el trabajo infantil y transferencias directas de dinero en 

efectivo para los pobres). Estos programas han desempeñado un papel importante en la 

reducción de la pobreza y la desigualdad. 

 

4. Un instrumento fundamental de esta política fue el fortalecimiento de las empresas 

estatales (Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos o YPFB) y Petroecuador. YPFB 

había sido despojada de todos sus activos y no producía petróleo ni gas antes de que 

comenzara este proceso. Las políticas neoliberales habían debilitado a Petroecuador 

cuyos ingresos habían disminuido al igual que la exploración y la producción. En ambos 

casos, el objetivo final de los Gobiernos neoliberales era privatizar las empresas 

estatales. El fortalecimiento de las empresas estatales a partir de 2005 les dio a los 

Gobiernos el peso jurídico, técnico, económico y financiero que hizo posible las 

renegociaciones. 

 

5. Los procesos de renegociación en ambos países tuvieron que hacer frente a la 

oposición política interna así como a la oposición de las empresas extranjeras. En el 

caso del Ecuador muchas empresas recurrieron a los tratados bilaterales de inversión 

(TBI) y llevaron al Gobierno ante los tribunales internacionales como el Centro 

Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI) del Banco 

Mundial y la Corte Internacional de Justicia de la Haya (Países Bajos). En el Ecuador se 

firmaron en 2010 nuevos contratos de servicios que representan un 80 % de la 

producción privada de petróleo. En Bolivia, las empresas privadas de hidrocarburos no 

interpusieron demandas ante el CIADI (aunque sí lo hicieron tres empresas de otros 

sectores de la economía). Todas las empresas en Bolivia firmaron finalmente nuevos 

contratos en 2007. Ambos países han rechazado los TBI desde que tuvieron lugar las 

reformas. Bolivia se retiró formalmente del CIADI en 2007, mientras que el Ecuador 

hizo lo propio en 2009. 

 

6. YPFB y Petroecuador son ahora los actores más importantes de la industria petrolera 

en sus respectivos países. En el Ecuador, Petroamazones (empresa estatal fundada en 

2010) es la mayor productora de petróleo y también la empresa con la mayor inversión 

anual en exploración y producción petrolera. En Bolivia, YPFB es el inversor más 

importante en actividades de exploración del gas. YPFB tiene una participación 

mayoritaria en la exploración y la producción petrolera en asociación con empresas 

extranjeras. YPFB (con YPFB Andina y YPFB Chaco) tienen una participación del 25 

% de la producción total de gas natural de forma individual y también en asociación con 

las empresas extranjeras. YPFB es responsable del 100 % de los hidrocarburos 

producidos en Bolivia en lo que respecta a las actividades de comercialización y 

exportación. Lo anterior ha suscitado la preocupación de los analistas sobre una 

ampliación excesiva de las responsabilidades de las empresas estatales. 

 

7. Como es sabido, los precios del gas natural difieren de una región a otra. Desde 2007, 
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los precios del gas son más elevados en los mercados europeos y asiáticos en 

comparación con los precios de los Estados Unidos (precios de referencia de Henry 

Hub) debido a la producción de gas de esquisto. Antes de 2003 los consorcios privados 

en Bolivia planeaban exportar gas natural a los Estados Unidos, al precio de Henry Hub, 

una iniciativa frustrada por la «guerra del gas» en 2003. En 2006, el Gobierno de 

Bolivia, en calidad de dueño de todo el gas natural producido en el país, renegoció los 

contratos de exportación con la Argentina y el Brasil y mejoró las cláusulas de 

indexación que relacionan los precios del gas natural con el precio de los carburantes de 

sustitución (como el petróleo crudo y el fueloil). De este modo, Bolivia obtuvo mejores 

precios de exportación del gas (que los de Henry Hub de los Estados Unidos) que 

influyeron en el considerable aumento de los ingresos nacionales y fiscales. Los 

Gobiernos no solo deben recuperar la propiedad de los hidrocarburos, sino también 

obtener el mayor valor por ellos en los mercados internacionales. 

  

8. En el Ecuador, los contratos de servicios determinaron el pago a los contratistas de 

una tarifa acordada por barril de petróleo producido. Como es sabido, a diferencia del 

gas natural, el petróleo tiene un precio internacional válido en todos los mercados (que 

difiere en función de la calidad de los diferentes tipos de petróleo). Es importante tener 

en cuenta que estos contratos de servicios prevén salvaguardias para el Estado en caso 

de que los precios del petróleo caigan por debajo de la tarifa por barril acordada. La 

«cláusula de acumulación» dispone que si el precio del petróleo cae por debajo de la 

tarifa, el monto adeudado se acumulará al siguiente año fiscal sin intereses. En caso de 

terminación del contrato, la obligación del pago de cualquier monto debido al 

contratista prescribirá y el pago no se realizará. 

 

9. En los años siguientes no solo las inversiones en la producción de petróleo y gas de 

las empresas privadas aumentaron considerablemente en ambos países sino que también 

llegaron a Bolivia y al Ecuador nuevas empresas que firmaron contratos bajo el nuevo 

marco constitucional y jurídico.  

Sin embargo, en ambos países las inversiones en la exploración de petróleo y gas 

durante el proceso de renegociación disminuyeron considerablemente. Desde 2011 

ambos Gobiernos han adoptado medidas específicas para invertir esta tendencia 

negativa firmando numerosos contratos de exploración con empresas extranjeras y se 

han descubierto nuevos yacimientos de hidrocarburos. Sin embargo, aún es demasiado 

pronto para hacer una evaluación final de los resultados de estas políticas. 

 

10. En ambos países el crecimiento económico aumentó considerablemente después de 

la renegociación de los contratos y se registró un aumento de los ingresos fiscales y las 

divisas. La pobreza y la desigualdad disminuyeron en ambos países según instituciones 

multilaterales como el FMI y el Banco Mundial. La adopción de políticas de buena 

gestión pública para fomentar la transparencia y la eficiencia de las empresa estatales, 

establecer marcos jurídicos adecuados y luchar contra la corrupción, aumentó en ambos 

países. No obstante, según documentos oficiales de ambos países y analistas 

independientes, estas políticas deben reforzarse. 

 

11. En los últimos años se han podido observar importantes vías alternativas de 

desarrollo en Bolivia y en el Ecuador. Bolivia ha hecho progresos en la masificación del 

gas natural para lograr el acceso universal de los hogares a la energía. Más de un 25 % 

de la población tiene ahora conexión directa a la red nacional de gasoductos. La 

diversificación de la matriz de producción en torno a la explotación de recursos 
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naturales ha comenzado a tener lugar mediante la construcción de plantas de 

procesamiento (para la producción de etano, gas de petróleo licuado (GLP) e 

isopentano) y planes en relación con la industria petroquímica. La industrialización de 

los recursos naturales se ha asumido como una política estatal permanente que traerá 

consigo un aumento de las capacidades, la innovación tecnológica, los vínculos de 

producción y las sinergias con otros sectores. Asimismo, esta política garantiza que la 

inversión en infraestructura para la explotación y el transporte de recursos naturales 

facilite la creación de cadenas de suministro relacionadas con su industrialización y 

genere los mayores beneficios posibles para otros sectores de la producción y para toda 

la sociedad. 

 

En el Ecuador el aumento de los ingresos del petróleo ha hecho posible la inversión de 

las rentas de los recursos naturales (y de los ingresos fiscales obtenidos por ellos) en el 

fomento de capacidad humana mediante la inversión gubernamental en educación, 

formación y tecnología avanzada con valor añadido. Es el caso de Yachay, una ciudad 

construida como un espacio para generar conocimientos e innovación tecnológica con el 

fin de abandonar la dependencia de los recursos naturales. La intención del Gobierno es 

crear un « Silicon Valley» en el país con una inversión de 1100 millones de dólares para 

avanzar en el ámbito de la información y las tecnologías del conocimiento. El 

presidente Rafael Correa ha afirmado que la tecnología y la innovación son 

fundamentales para el desarrollo y el «buen vivir» porque ayudan a superar la economía 

extractiva basada en su mayor parte en la explotación de los recursos naturales. 

 

12. El desafío de transformar las economías con abundantes recursos naturales y dejar la 

dependencia excesiva de los productos básicos no es un proceso a corto plazo. Pese a 

los avances logrados, estas economías siguen dependiendo considerablemente de los 

productos básicos, lo cual supondrá mayores problemas ahora que el super ciclo de los 

precios elevados de los productos básicos ha llegado a su fin. El estudio de este 

fenómeno, algo decisivo para lograr los objetivos económicos y sociales que se han 

propuesto ambos países, va mucho más allá del ámbito de estudio de este documento 

que es el análisis del proceso de renegociación de los contratos de petróleo y gas en 

ambos países. 

 
 
 
 
 

 
II. BOLIVIA Y LA NACIONALIZACIÓN DEL SECTOR DE HIDROCARBUROS 

 

 

Antecedentes  

 

Tradicionalmente Bolivia ha sido dependiente de la industria de la minería por ser la 

fuente más importante de exportaciones e ingresos fiscales para el Estado. En cambio, la 

industria de los hidrocarburos (petróleo y gas) no era muy importante para el país, que 

era un importador neto de petróleo. Esta situación cambió drásticamente en la década de 

los 70 cuando la empresa petrolera estatal (YPFB) descubrió importantes yacimientos 

de gas natural. Cabe señalar que no se trata de reservas de petróleo, sino de gas natural.  
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Hasta mediados de la década de los 80 el Estado desempeñó un papel principal en 

el crecimiento y el desarrollo económico. Las empresas estatales YPFB y Comibol eran 

la columna vertebral de la economía boliviana. Comibol era dueña de las minas más 

importantes de estaño y líder del sector hasta que los precios del estaño disminuyeron y 

se agotaron las reservas. YPFB producía un 77 % del petróleo y del gas natural. En 

1972 se construyó el gasoducto Yacimientos-Bolivian Gulf (Yabog). Su capacidad de 

transporte era de seis millones de metros cúbicos diarios y conectaba Río Grande en 

Bolivia con la provincia de Salta en la Argentina. Las exportaciones de gas 

contribuyeron al aumento de los ingresos fiscales, aunque de forma moderada, debido a 

problemas de capacidad en el territorio argentino. 

 

En 1985, Bolivia puso en marcha la Nueva Política Económica (NPE), que 

consistía en una serie de políticas específicas orientadas a la libertad de precios y del 

comercio, la privatización de las empresas estatales y la liberalización de las corrientes 

de capital. Bolivia fue el segundo país de América Latina después de Chile que adoptó 

el Consenso de Washington. La aplicación de la NPE comenzó con el Decreto Supremo 

21060 en 1985, centrado en la estabilización económica y en sentar las bases para la 

adopción de nuevas políticas. La segunda generación de políticas estaba centrada en la 

«privatización de las empresas estatales y en alcanzar un desarrollo sostenible». 

 

En marzo de 1994 el Gobierno aprobó la Ley de Capitalización que establecía la 

conversión de las empresas públicas en un nuevo régimen conocido como 

«capitalización» de la propiedad. En virtud de la «capitalización», una empresa privada 

podría adquirir el 50 % de las acciones de la empresa estatal. El 50 % restante se 

transfirió a una nueva institución que administraba los fondos recibidos en beneficio de 

los ciudadanos bolivianos. Los beneficios se destinaban a los fondos de pensión 

bolivianos y cada ciudadano recibía un pago anual.   
 

Entre las empresas capitalizadas había importantes empresas de servicios 

públicos: La Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), la Empresa Nacional 

de Ferrocarriles del Estado (ENFE), la aerolínea Lloyd Aéreo Boliviano (LAB), la 

Empresa Nacional de Electricidad (ENDE), y la más importante, YPFB, que realizaba 

actividades de exploración y producción, refinería, transporte y comercialización de 

petróleo y gas. 

 

 

 

Ley 1689 o Ley de Hidrocarburos 

 

En 1996, el nuevo Gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada promulgó la Ley 1689 a fin 

de «capitalizar» YPFB. La Ley 1689 preveía nuevas condiciones para YPFB así como 

para los contratos vigentes de petróleo y gas con empresas extranjeras.  

 

El sector petrolero (véase el capítulo siguiente en relación con el gas) estaba 

estructurado de la siguiente manera antes del proceso de capitalización: YPFB producía 

un 71 % de los hidrocarburos y operaba y gestionaba la red nacional de transporte por 

oleoducto. También era dueña de dos refinerías y comercializaba productos derivados 

del petróleo. También exportaba gas a la Argentina a través del gasoducto Yabog.  

 

Con la «capitalización» cambió la estructura de YPFB, que fue dividida en dos: 
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Andina SAM y Chaco SAM. Ambas empresas realizaban actividades de exploración y 

producción. Para el trasporte de petróleo por oleoducto se creó una nueva empresa 

llamada Transredes.  

 

Las dos refinerías (Villaroel y Elder Bell) y dos oleoductos, propiedad de YPFB, 

fueron privatizados al 100 % (no fueron «capitalizados»). Por último, se creó YPFB 

Casa Matriz, que no tenía activos directos en la industria y se redujo a un órgano 

administrativo con un papel secundario. Los ingresos provenientes de la 

«capitalización» fueron de 937 millones de dólares (véase Cuadro 1).  

 
 

Cuadro 1 

 
 

 

Situación de los contratos de gas natural con las empresas privadas 

 

Además de las reservas de petróleo y gas explotadas por YPFB mencionadas antes, 

había otras reservas de petróleo y gas explotadas por empresas privadas de las cuales 

Total/Fina/Elf, Repsol, Petrobras y British Gas eran las principales. Es muy importante 

tener en cuenta que los mayores yacimientos de gas fueron explotados por estas 

empresas.  

 

La nueva legislación disponía que estas empresas cambiaran sus contratos por 

contratos de riesgo compartido. El contratista que firmaba estos contratos con YPFB 

adquiría la propiedad de los hidrocarburos producidos, con excepción de los necesarios 

para satisfacer la demanda del mercado nacional. El mismo tipo de contratos era 

aplicable a las rondas de ofertas para las nuevas áreas adjudicadas en 1997, 1998 y 

1999. Esto significaba que las empresas privadas eran dueñas del petróleo y el gas 

producido y podían decidir libremente el destino de esos hidrocarburos.  

 

Otra cuestión bastante contenciosa y controvertida era el cambio en el régimen de 

regalías de los contratos de riesgo compartido. Antes de la Ley 1689 todos los 

hidrocarburos estaban sujetos a una regalía del 50 % por los hidrocarburos producidos. 

Sin embargo, la Ley 1731, promulgada también en 1996, clasificaba los hidrocarburos 

en dos tipos y preveía un tratamiento de regalías diferente para cada uno de ellos. Para 

los hidrocarburos «existentes» se mantuvo la regalía del 50 % mientras que los 

hidrocarburos «nuevos», solo estarían sometidos a una regalía del 18 %. El impuesto 
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sobre las utilidades de las empresas permaneció igual tanto para los hidrocarburos 

existentes como para los nuevos: un 25 % de impuesto sobre las utilidades más un 12, 5 

% sobre la remisión de utilidades al exterior. La única excepción era  un impuesto 

extraordinario «SURTAX» de un 25 % para las utilidades de los nuevos hidrocarburos.  

 

Habida cuenta de que más de un 90 % de las reservas probadas y probables se 

consideraban hidrocarburos «nuevos», esta legislación era considerada como la que 

menos ingresos del Estado generaba en América Latina. En años posteriores, la cuestión 

de la propiedad, la clasificación de reservas «existentes» y «nuevas» y la reducción de 

la regalía de un 50 % a un 18 %, se convirtieron en las cuestiones más críticas de la 

política boliviana.  

 

 

Descubrimientos de grandes yacimientos de gas natural a finales de los años 90 

 

En 1996, Bolivia firmó un acuerdo con el Brasil para construir un gasoducto para 

exportar gas natural. El gasoducto, terminado en 1999, tenía una capacidad de 

transporte de 30 millones de metros cúbicos diarios y una extensión de 1, 970 km. La 

inversión total en el gasoducto fue de 2 200 millones de dólares. El gasoducto iba desde 

Santa Cruz en Bolivia hasta São Paulo en el Brasil y fue construido con la participación 

de YPFB y Petrobras.  

 

La apertura del mercado brasileño para el gas natural impulsó las inversiones en 

exploración de las empresas privadas con contratos de riesgo compartido. Desde 1997 a 

2000 las inversiones en exploración se situaron en 1.134 millones de dólares y las 

inversiones en producción en 765 millones.  

 

El gas natural descubierto aumentó las reservas probadas de 3,75 billones de pies 

cúbicos en 1997 a 18,31 billones de pies cúbicos en 2000. En 2003, las reservas 

probadas alcanzaron 28,69 billones de pies cúbicos, con lo que Bolivia se convirtió en 

el segundo país de América Latina en reservas de gas natural después de la República 

Bolivariana de Venezuela (ver Cuadro 2).  

 

 

 

 

 

Cuadro 2 

 

 
 

Las empresas extranjeras con mayores reservas fueron Andina (en la que Repsol 

tenía participación mayoritaria), British Gas, Petrobras, TotalFinaElf y Maxus/Repsol. 

Estas cinco empresas representaban un 78 % de las reservas totales de Bolivia.  

 



14 Documento de investigación 

 

 

Según el reporte oficial, dichas reservas fueron descubiertas después de 1996 por 

las empresas mencionadas anteriormente. Sin embargo, numerosos críticos 

argumentaron que YPFB descubrió una cantidad importantes de estas reservas a 

comienzos de la década de 1990, antes de la capitalización y la privatización (véase 

Cuadro 1). 

 

 

Recuadro 1 

YPFB ya había descubierto las “nuevas reservas” 

 

A finales de la década de 1990 hubo un intenso debate sobre las importantes reservas de 

gas natural descubiertas en Tarija. ¿Quién y cuándo se descubrieron estas enormes 

reservas de gas? ¿Las descubrió YPFB en la década de los noventa antes de que 

Sánchez de Lozada la apartara de las actividades de exploración con la Ley 1689? 

¿Fueron descubiertas por la exploración de empresas privadas que «migraron» a los 

nuevos contratos de la Ley 1689, que luego redujo las regalías de un 50 % a un 18 %? 

 

Esta cuestión reviste una gran importancia puesto que si fue YPFB significa que el 

Gobierno consideraba «nuevas reservas» lo que eran « reservas existentes» y por esta 

razón, las empresas pagaban regalías más bajas. La discusión fue uno de los principales 

temas de la «guerra del gas» de 2002 y 2003 que dio lugar al derrocamiento Sánchez de 

Lozada.  

 

La pregunta tuvo respuesta en 2004, cuando la Delegación Presidencial para la Revisión 

y Mejora de la Capitalización nombrada por el presidente Carlos Mesa, concluyó por 

unanimidad: «de haberse adoptado una definición más técnica que fiscal, el reservorio 

de Campo San Alberto, descubierto fuera de toda duda por YPFB el año 1990, debería 

haber sido declarado como “existente” en lugar de “nuevo”». En Tarija, el delegado 

presidencial para la Revisión y Mejora de la Capitalización, Francesco Zaratti, presentó 

las conclusiones del informe sobre la reclasificación de Campo San Alberto tras seis 

semanas de investigaciones: «Al ser campo nuevo, sólo paga el 18 % de regalías, 

cuando los antiguos tributan actualmente el 50 %».  

 

(San Alberto: Una historia entre lo legal y lo justo, 29 de junio, 2004, 

http://www.bolivia.com/noticias/autonoticias/DetalleNoticia21210.asp).  

 

 

La «guerra del gas» de 2002 y 2003 

 
En 2002 el consorcio Pacific LNG propuso la construcción de un gasoducto de Bolivia 

a un puerto costero en Chile, en el Océano Pacífico, a fin de construir una planta de gas 

natural licuado (GNL) para la exportación de gas natural de Bolivia a los Estados 

Unidos. Los miembros del consorcio eran Repsol (España), British Petroleum y British 

Gas. El proyecto encontró una fuerte oposición en Bolivia debido, principalmente a que 

el gasoducto y las instalaciones de la planta se construirían en Chile, país con el que 

Bolivia mantiene una larga rivalidad histórica. (En una guerra entre los dos países 

durante la segunda mitad del siglo XIX, Bolivia perdió sus costas y se convirtió en un 

país sin litoral). La oposición dijo asimismo que Bolivia obtendría muy pocos ingresos 

de las exportaciones de gas natural habida cuenta de los bajos precios en los Estados 

Unidos y las condiciones desfavorables de los contratos de exportación.  

http://www.bolivia.com/noticias/autonoticias/DetalleNoticia21210.asp
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Las revueltas populares en contra del proyecto en 2002 y 2003 dejaron un saldo 

de 75 muertos. El presidente de Bolivia, Gonzalo Sánchez de Lozada, se vio obligado a 

dimitir y el proyecto de exportación fue rechazado. El Gobierno del nuevo presidente, 

Carlos Mesa, presentó un proyecto de referéndum para consultar al pueblo boliviano 

sobre una nueva legislación nacional en materia de hidrocarburos. El pueblo boliviano 

apoyó mayoritariamente las preguntas más importantes del referéndum celebrado en 

2004. El 92 % de los votantes apoyaron la nacionalización del gas boliviano y el 87 %, 

la anulación de la ley de privatización de 1996. 

 

Se suponía que tras el resultado del referéndum se promulgaría en 2005 una nueva 

Ley de Hidrocarburos, pero el presidente Carlos Mesa se negó a hacerlo. Finalmente, la 

Ley 3058 fue aprobada por el Congreso boliviano (sin la aprobación del presidente 

Mesa) en mayo de 2005.  

 
 
Implicaciones de la Ley 3058 de 2005 

 
La Ley 3058 crea el IDH, un impuesto directo de un 32 % que deberán pagar las 

empresas de petróleo y gas, además de la regalía vigente de un 18 %. De esta manera, la 

regalía volvió a ser del 50 % como preveía la Ley 1689 anterior. 

 

La Ley 3058 también autoriza al Gobierno boliviano a recuperar la propiedad de 

todos los hidrocarburos y fija un plazo de 180 días para que los titulares que hubieran 

suscrito contratos de riesgo compartido los conviertan a las nuevas modalidades de 

contratos. Las nuevas modalidades de contratos eran, a saber: contratos de producción 

compartida, ii) contratos de operación y iii) contratos de asociación.  

 

Sin embargo, esta Ley se consideraba demasiado conciliatoria con las empresas 

extranjeras. Además, el debate sobre esta Ley puso de manifiesto la falta de voluntad 

política del presidente Mesa y generó temor de que no sería aplicada plenamente. Las 

protestas aumentaron en todo el país y el presidente Carlos Mesa renunció en junio de 

2005. 

 

La Ley 3058 también dispone que YPFB debe recuperar las actividades de 

exploración y explotación de yacimientos de petróleo y gas. Esta participación afectaba 

a los contratos de producción compartida, los contratos de operación y los contratos de 

asociación.  

 
 
El Gobierno de Evo Morales y el Decreto de nacionalización de los hidrocarburos 

 
Evo Morales fue elegido presidente en enero de 2006. El 1 de mayo del mismo año, 

Morales promulgó un decreto mediante el cual se nacionalizaban los recursos de 

hidrocarburo del país (Decreto Superior 28701 de nacionalización de los hidrocarburos). 

El Decreto dispone que todas las empresas productoras de petróleo y gas en Bolivia 

están obligadas a entregar en propiedad a YPFB toda la producción de hidrocarburos y 

fija un plazo de 180 días para que las empresas regularicen sus actividades de 

conformidad con la Ley 3058 o de otro modo la YPFB tomará a su cargo dichas 

actividades. 
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El Decreto de nacionalización puso fin al proceso de «capitalización» y 

privatización. El Decreto dispone igualmente que YPFB controle el 50 % más 1 en las 

empresas Chaco S. A. y Andina S. A. «capitalizadas» en 1996 y que YPFB recupere las 

dos refinerías bolivianas que habían sido adquiridas y privatizadas por Petrobras.  

 
 

Recuadro 2 

Decreto Supremo 28701 de mayo de 2006 

 

Artículo 1°.- En ejercicio de la soberanía nacional, obedeciendo el mandato del pueblo 

boliviano expresado en el Referéndum vinculante del 18 de julio del 2004 y en 

aplicación estricta de los preceptos constitucionales, se nacionalizan los recursos 

naturales hidrocarburíferos del país. 

El Estado recupera la propiedad, la posesión y el control total y absoluto de estos 

recursos. 

 

Artículo 2. A partir del 1 de mayo del 2006, las empresas petroleras que actualmente 

realizan actividades de producción de gas y petróleo en el territorio nacional, están 

obligadas a entregar en propiedad a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos - 

YPFB, toda la producción de hidrocarburos. YPFB, a nombre y en representación del 

Estado, en ejercicio pleno de la propiedad de todos los hidrocarburos producidos en el 

país, asume su comercialización, definiendo las condiciones, volúmenes y precios tanto 

para el mercado interno, como para la exportación y la industrialización. 

 

 

Con base en la promulgación del Decreto de nacionalización el Gobierno 

desarrolló el modelo del contrato de operación. El proceso de negociación comenzó en 

medio de la incertidumbre jurídica y atizó la tensión en torno a las perspectivas reales 

de recuperación de la inversión y de la rentabilidad de la continuidad de las actividades 

en el sector de los hidrocarburos en el país
4
.  

 

Tras meses de negociaciones en octubre  de 2006, YPFB y todas las empresas 

petroleras que operaban en Bolivia firmaron un total de 44 contratos de operación. 

Posteriormente, según lo dispuesto por la Ley 3058, los contratos fueron aprobados por 

el Congreso de Bolivia. Los contratos de operación entraron en vigor el 2 de mayo de 

2007. 

 

La Constitución de 2010 respalda los contratos y proclama que los recursos 

naturales son de propiedad del pueblo boliviano. Asimismo, la Constitución dispone 

claramente la industrialización de los hidrocarburos (Véase recuadro 3). 

 
 

Recuadro 3 

La Constitución de 2010 y los recursos naturales 

 

La Constitución de 2010 proclama que los recursos naturales son de propiedad del 

pueblo boliviano. 

                                                        
4
 Véase Vargas (2007), Medinaceli (2007b), Lefebvre y Bonifaz (2014). 
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Artículo 349 

 I. Los recursos naturales son de propiedad y dominio directo, indivisible e 

imprescriptible del pueblo boliviano, y corresponderá al Estado su administración en 

función del interés colectivo. 

II. El Estado reconocerá, respetará y otorgará derechos propietarios individuales y 

colectivos sobre la tierra, así como derechos de uso y aprovechamiento sobre otros 

recursos naturales. 

 

En el ámbito de los hidrocarburos, su administración y los ingresos percibidos por 

su comercialización son propiedad del pueblo boliviano. 

 

Artículo 359 

 I. Los hidrocarburos, cualquiera sea el estado en que se encuentren o la forma en que se 

presenten, son de propiedad inalienable e imprescriptible del pueblo boliviano. El 

Estado, en nombre y representación del pueblo boliviano, ejerce la propiedad de toda la 

producción de hidrocarburos del país y es el único facultado para su comercialización. 

La totalidad de los ingresos percibidos por la comercialización de los hidrocarburos será 

propiedad del Estado. 

 

La Constitución dispone claramente la industrialización de los hidrocarburos. 
 

Artículo 355 

 I. La industrialización y comercialización de los recursos naturales será prioridad del 

Estado. 

 II. Las utilidades obtenidas por la explotación e industrialización de los recursos 

naturales serán distribuidas y reinvertidas para promover la diversificación económica 

en los diferentes niveles territoriales del Estado. La distribución porcentual de los 

beneficios será sancionada por la ley. 

 III. Los procesos de industrialización se realizarán con preferencia en el lugar de origen 

de la producción y crearán condiciones que favorezcan la competitividad en el mercado 

interno e internacional. 

 

 
 
El Decreto de nacionalización de 2006 y los nuevos contratos 

 

El Decreto de nacionalización estipula que las empresas petroleras que realizan 

actividades en Bolivia están obligadas a entregar toda la producción de hidrocarburos en 

propiedad a YPBF, que asumirá todos los aspectos de las actividades relacionadas con 

la comercialización. El Decreto define asimismo los tipos de contratos que podrán 

suscribirse en Bolivia. Los más importantes fueron los contratos de operación y los 

contratos para las Sociedades Anónimas Mixtas o SAM (definidos infra).  

 

Los contratos de operación establecían que la empresa privada debe realizar a su 

propio riesgo las inversiones de exploración. Si se descubre petróleo y/o gas, la empresa 

debe hacer una «declaración de comercialidad» a fin de iniciar la fase de explotación.  

 

En la etapa de explotación, una vez se inicie la producción, la empresa privada 

recupera los gastos de exploración. En esta misma etapa (véase Gráfico 1) YPFB le 
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paga a la empresa privada una retribución por el servicio de explotación (costos 

recuperables y beneficios para la empresa privada). Por consiguiente, se trata de 

contratos de servicios aunque su nombre indique otra cosa. 
 

 

Gráfico 1: 

Bolivia, 2007: Dos tipos de contratos de servicios 

Contratos de operación y contratos para las SAM  

 

 

 
 

Fuente: YPFB (2014). 

 

 

La gran mayoría de los contratos de operación fueron suscritos con empresas 

privadas de gas que operaban en Bolivia. Las más importantes de estas empresas eran 

Repsol, Petrobras, Pluspetrol y British Gas. Los contratos más importantes 

correspondían a los principales campos gasíferos: San Alberto, San Antonio y 

Margarita.  

 

b) Los contratos para las SAM establecían empresas conjuntas entre YPFB y las 

empresas privadas de gas. YPFB siempre tuvo una participación mayoritaria de al 

menos un 50 % más 1. Los contratos para las SAM estipula igualmente que la empresa 

privada asume la inversión de exploración a su propia cuenta y riesgo (véase también 

Gráfico 1). 

 

Una vez se descubran petróleo y/o gas, la empresa conjunta debía hacer una 

«declaración de comercialidad» a fin de iniciar la fase de explotación. En esta etapa, 

una vez iniciada la producción, la empresa privada recuperaba los gastos de 

exploración. 

 

En la fase de explotación las inversiones en desarrollo y producción se realizan 

conjuntamente entre YPFB y la empresa (o empresas) privada (s) en los porcentajes 

correspondientes.  

 

Los primeros contratos de SAM firmados en 2007 fueron SAM Chaco, donde 

YPFB posee el 100 % de las acciones y SAM Andina; donde YPFB posee un 51 % de 

las acciones y Respsol (España), un 49 %.  
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El régimen fiscal del Decreto de nacionalización 

 

Como ya se ha dicho, la Ley 1689 de 2005 imponía una regalía de un 18 % y una 

regalía adicional de un 32 % (el Impuesto Directo a los Hidrocarburos). Estas regalías 

eran percibidas por YPFB. Los contratos de operación estipulaban que estos ingresos se 

destinen en primer lugar al pago de regalías (12 %), a la participación del Tesoro 

General del Estado o TGE (6 %) y al IDH (32 %). 

 

En los contratos de operación, tras el pago del 50 % de regalías mencionado 

anteriormente, el porcentaje restante deberá cubrir los «costos recuperables» de 

exploración y producción de las empresas operadoras.  En dichos contratos se estipulan 

claramente estos costos (véase Gráfico 2).  

 

Gráfico 2: 

Bolivia: Regímenes fiscales de los contratos de operación y los contratos para las  

SAM 

 

 
 

Fuente: YPFB (2014). 

 
 

Tras el pago de un 50 % de regalías y la deducción de los «costos recuperables» 

de las empresas de exploración y producción, el valor restante es un monto conocido 

como «ganancia a distribuir». Este monto se reparte entre YPFB y las empresas 

petroleras de exploración y producción, de conformidad con los cuadros de 

participación determinados en los contratos de operación. Esta participación aportó 

ingresos sustanciales a YPFB.  

 

En ambos contratos se estipula que las empresas de petróleo y de gas paguen un 
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25 % de impuesto sobre sus «ganancias a distribuir». También había un impuesto sobre 

la remisión de utilidades al exterior que representaba un 25 % del 50 % de los 

beneficios transferidos.  

 
 
El Decreto de nacionalización y el nuevo papel de YPFB 

 
El Decreto 28701 estipulaba la presencia dominante de YPFB en la cadena de valor de 

los hidrocarburos. A este fin el Gobierno nacionalizó un 50 % + 1 de las acciones de las 

empresas que fueron «capitalizadas» en 1996 (véase Cuadro 1).  

 

De acuerdo con lo dispuesto por el Decreto 28701, las siguientes empresas 

pasaban a ser de propiedad de YPFB:  

 

 SAM Chaco (100% YPFB): Se pagaron 324 millones de dólares a Pan American 

Energy (50 % de las acciones).  

 SAM Andina (51% YPFB, 49% Repsol): No hubo pago puesto que Repsol 

siguió siendo titular de un 49 % de las acciones.  

 Transredes (100% YPFB): Se pagaron 307 millones de dólares en 2008 a Shell, 

Ashmore y accionistas minoritarios (50 % de las acciones) por concepto de 

redes de gasoductos y oleoductos. 

 Refinerías: Se pagaron 112 millones de dólares a Petrobras por el 100 % de las 

acciones de las refinerías Villaroel y Elder Bell.  

 Terminales de almacenaje de la Compañía Logística de Hidrocarburos Boliviana 

– CLHB (100% YPFB): Se pagaron 16 millones de dólares al consorcio 

OilTanking y Graña y Montero.  

 
 
YPFB comienza a desempeñar un papel importante en la producción de gas natural  

 
Hasta 2006 se excluyó a YPFB de la participación en actividades de exploración y 

producción en Bolivia. Todos los campos de gas eran propiedad de empresas 

extranjeras. A comienzos de 2007, YPFB no solo recuperó sus activos «capitalizados» y 

privatizados, sino que adquirió una importante participación como propietario y 

operador en los yacimientos de gas natural.  

 

Así, YPFB Andina se asoció con empresas privadas como Total y Petrobras. 

YPFB Andina tiene una participación del 50 % de las acciones en los bloques de Sábalo 

(San Antonio) y San Alberto, que representa un 45 % de la producción total de gas en 

Bolivia (véase Cuadro 3).  
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Cuadro 3 

Bolivia, 2015: Producción de gas natural-determinados bloques por empresa 

(Millones de metros cúbicos diarios) 

Empresa Bloque 

  Sábalo  Caipipendi  San Alberto Itaú  

Petrobras 35%   35% 30% 

Total France 15%   15% 41% 

YPFB Andina (*) 50%   50%   

Repsol    37.5% 
 

  

YPFB Chaco      
 

4% 

British Gas    37.5% 
 

25% 

PanAmerican Energy   25% 
 

  

Acciones totales 100% 100% 100% 100% 

Producción en 2015, millones de metros 
cúbicos diarios 18.46 16.96 7.78 2.22 

(*)YPFB Andina es propiedad de YPFB Casa Matriz (50.18%), Repsol (48.92%) y 
otros accionistas (0.9%). 

 Fuente: YPFB, Boletín Estadístico 2015 
     

En el campo de Itaú, YPFB-Chaco (filial de YPFB) tiene una participación de un 

4 % de las acciones. Asimismo, otros campos más pequeños como Bulo-Bulo, El 

Dorado o Vuelta Grande son propiedad de YPFB-Chaco. La participación agregada de 

YPFB Chaco equivale a un 5,2 % de la producción de gas natural de Bolivia.  

 

Por lo tanto, la participación de YPFB (YPFB Andina y YPFB Chaco) en la 

producción total de gas natural equivale a un 24 %.  Otras empresas importantes son 

Repsol (26.1%), Petrobras (16.5%), British Gas (11.6%) y Total France (8.1%). 
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Gráfico 3: 

Bolivia, 2005: Producción de gas 
natural por empresa (como % del 

total) 
(40,2 millones de metros cúbicos 

diarios) 
 

Bolivia, 2015: Producción de gas natural 
por empresa (como % del total) 

(59,7 millones de metros cúbicos diarios) 
 

 
 

Fuente: Campodónico 2009, YPFB 2015a. 

 
 
Aumento de los ingresos de exportación de la Argentina y el Brasil  

 
El Gobierno de Bolivia decidió dar prioridad a sus países vecinos, la Argentina y el 

Brasil, en la exportación de gas natural. Los contratos de gas natural con estos países 

fueron renegociados y Bolivia obtuvo unos precios de exportación más elevados, que 

influyeron en el considerable aumento de los ingresos nacionales y fiscales. 

 

Los ingresos provenientes de las exportaciones de gas han aumentado 

sustancialmente desde 2005, cuando eran tan solo de 1.100 millones, justo antes de la 

nacionalización. En 2013, los ingresos de las exportaciones de gas ascendían a 6.100 

millones de dólares, es decir, seis veces más que en 2005. (Véase Gráfico 4).  Estos 

ingresos han sido una fuente muy importante de divisas para Bolivia y son los 

principales contribuyentes a los superávits en cuenta corriente del país desde 2006. 

 

Los informes elaborados por varios economistas concuerdan en que la 

metodología de los contratos con la Argentina y el Brasil suponen un nivel suficiente de 

rentabilidad para Bolivia
5
, en especial si se le compara con las exportaciones hacia los 

Estados Unidos bajo el Gobierno de Sánchez de Lozada en 2002 y 2003. En los Estados 

                                                        
5
 Los resultados demuestran que las fórmulas del contrato proporcionan una combinación óptima de 

factores para determinar los precios futuros en los mercados del Brasil y la Argentina. Como ya se ha 

señalado, los indicadores de pronóstico nos llevan a pensar que la combinación óptima debería replicar 

las condiciones futuras que se toman (o se tomarían) en cada una de las proyecciones por separado.  Por 

consiguiente, las proyecciones basadas en un único criterio podrían estar sujetas a errores de pronósticos 

(Aguilar y Valdivia, 2011). 
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Unidos el precio de referencia es el precio Henry Hub, que en los últimos años ha tenido 

un desempeño negativo, muy por debajo del precio de exportación a la Argentina y al 

Brasil. 

 
 

Gráfico 4: 
 

 
 

Fuente: YPFB (2015a). (Traducción del gráfico por el Centro del Sur). 

 

 

Recuadro 4 

Contratos de exportación de gas con el Brasil y la Argentina 

 

Acuerdo con el Brasil 

 

El compromiso de exportación de gas natural (Contrato de Compra y Venta de Gas 

Natural (GSA) fue firmado en 1999 por un período de 20 años. En el contrato se 

estipulan los criterios para determinar el precio del gas de exportación.  En 2019 esta 

fórmula será renegociada. 

 

El GSA establece que el precio de exportación se reajusta cada tres meses de acuerdo 

con una fórmula de ajuste que relaciona los precios de tres combustibles y tiene en 

cuenta los precios internacionales proporcionados por reconocidos organismos y 

empresas internacionales de energía. El precio cambiará teniendo en cuenta las 

variaciones en ese período. De igual manera, cambiarán también los precios de 

exportación. Durante el período de 2008 a 2013 los precios de exportación registraron 

una clara tendencia al alza.  

 

Inicialmente se fijó en el contrato la exportación de 16 millones de metros cúbicos 

diarios de gas natural. Sin embargo, más adelante se acordó un volumen máximo 

contractual de venta de 30,8 millones de metros cúbicos diarios, actualmente en vigor. 
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b) Acuerdo con la Argentina 

 

De 1972 a 2006 Bolivia firmó varios contratos de exportación con la Argentina. En 

2006, se suscribió un nuevo acuerdo por 20 años con la empresa petrolera estatal 

argentina ENARSA.  

 

El precio acordado en 2006 fue de 5,0 dólares/ millón de BTU (unidad térmica 

británica). El acuerdo estipulaba que se concebiría una nueva fórmula para el precio del 

gas exportado. Dicha fórmula, creada en 2007, es similar a la del contrato con el Brasil 

con una diferencia: se añade el combustible diésel a la canasta de tres tipos de 

combustible. 

 

El contrato se basa en volúmenes de exportación de 7,7 millones de metros cúbicos 

diarios para 2007 y 2008 hasta llegar a 16 millones de metros cúbicos diarios en 2009 y 

2010. El contrato prevé un objetivo final de exportaciones de 27,7 millones de metros 

cúbicos diarios entre2010 y 2026. En 2014 Bolivia exportó 15 millones de metros 

cúbicos diarios de gas a la Argentina. 

 
 
Aumento significativo de los ingresos fiscales después de 2005 

 
Los ingresos fiscales han registrado un aumento constante desde la promulgación de la 

Ley 3058 en 2005 y el Decreto de nacionalización de 2006. En este período los ingresos 

ascendieron a 34 600 millones de dólares. Parte de este aumento se debe a los elevados 

precios del gas y del petróleo producto del superciclo.  

 

La fuente más importante de ingresos fiscales es la regalía del 50 % (con el IDH), 

que generó 2 600 millones de dólares en 2013. Los ingresos del impuesto sobre las 

Utilidades de las Empresas (IUE) también aumentaron y ascendieron a 257 millones de 

dólares en 2013. Los ingresos del impuesto especial a los hidrocarburos y derivados 

comercializados en el mercado interno (gasolina, diésel, gas y otros) también registraron 

un aumento, aunque con moderación, y representaron 458 millones de dólares. Cabe 

señalar que se trata de un impuesto indirecto relacionado con la política fiscal y no con 

el sector de los hidrocarburos. 

 

A fin de medir el aumento correspondiente a las medidas adoptadas después de 

2005 hemos dividido los aumentos en cinco partes. Las primeras tres (en azul en el 

Gráfico 5) corresponden a la legislación antes de 2005. Las últimas dos, (rojo claro y 

rojo oscuro en el gráfico) comprenden los ingresos después de 2005.  

 

Según datos oficiales publicados por la Fundación Jubileo (2016), de no haberse 

adoptado medidas los ingresos fiscales habrían sido solamente de 15 400 millones de 

dólares. En cambio, con las nuevas medidas, en particular, el IDH de 2005, los ingresos 

se calculan en 19 200 millones de dólares adicionales.  
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Gráfico 5: 

Bolivia: Renta de los hidrocarburos antes y después de 2005 (en miles de millones 

de dólares) 

 
Fuente: Fundación Jubileo 2016. (Traducción del gráfico por el Centro del Sur). 

 
 
Inversiones en el sector de hidrocarburos entre 2001 y 2015 

 
Las inversiones en el sector de hidrocarburos en los últimos diez años (2006-2015) 

ascendieron a 11 200 millones de dólares. Esta cifra representa cerca de una tercera 

parte del producto interno bruto (PIB). Desde 2006 las inversiones en el sector de 

hidrocarburos han registrado una tasa de crecimiento anual de un 29,1 % (véase Gráfico 

6).  

 

Esta tendencia al aumento de las inversiones tuvo un efecto positivo, 

especialmente en los niveles de producción de hidrocarburos, el crecimiento del PIB, el 

valor de las exportaciones, las corrientes positivas de divisas generadas por la 

exportación de gas natural y también en los mayores ingresos fiscales y transferencias 

para la distribución de regalías y el IDG, entre otros.  

 

YPFB tiene ahora a una parte importante de participación en las inversiones 

anuales. Según datos oficiales
6
, entre las inversiones de YPFB figuran inversiones de 

Casa Matriz y de las filiales. En el período comprendido entre 2006 y 2015, las 

inversiones totales de YPFB ascendieron a 6 600 millones de dólares (59,4 %) y las 

empresas operadoras privadas realizaron inversiones por un valor de 4 400 millones de 

dólares (40, 6 %). 

 
 
 
 

                                                        
6
 Véase YPFB (2015b), Gráfico 28, pág. 89. 



26 Documento de investigación 

 

 

 
Gráfico 6: 

 
Fuente: YPFB (2016). (Traducción del gráfico por el Centro del Sur). 

 
 

Sin embargo, no ha habido una inversión importante en la exploración de nuevos 

yacimientos de gas por parte de las empresas privadas, algo indispensable para 

continuar las exportaciones de gas natural al Brasil y a la Argentina. La inversión en 

este ámbito ha sido costeada principalmente por YPFB: en los últimos diez años el 

64 % de las inversiones en exploración han sido realizadas por YPFB y solo un 36 % 

por empresas privadas. 

 

Como se ha dicho (véase Cuadro 2), las reservas de gas natural han disminuido 

considerablemente: de 28,7 billones de pies cúbicos en 2003 a 9,7 billones de pies 

cúbicos en 2010, aunque aumentaron a 10, 5 billones de pies cúbicos en 2014.  Las 

principales autoridades del país son conscientes de ello
7
.  En los últimos años esta 

tendencia se ha invertido parcialmente gracias a las nuevas inversiones de empresas 

extranjeras en la exploración. Es el caso de Bloque Azero (Total, 50% y Gazprom, 

50%), Bloque Huacareta (British Gas, 100%) y Bloque Cedro (Petrobras, 100%). La 

nueva producción de 6,2 millones de metros cúbicos diarios de gas natural comenzará 

en 2016 en Bloque Incahuasi, propiedad de Total (60 %), Gazprom (20 %) y Tecpetrol 

(20 %). 

  
En 2015 YPFB puso en marcha el plan estratégico para el período 2015 a 2019 

(YPFB, 2015b, págs. 89 y 90). El objetivo es aumentar las reservas de gas natural de 

10,5 billones de pies cúbicos a 15 billones de pies cúbicos en los próximos cinco años 

                                                        
7
 El presidente Evo Morales afirmó en 2011 que las empresas petroleras deben invertir especialmente en 

la exploración ya que YPFB hace todos los esfuerzos pero no es suficiente. 

(http://www1.ypfb.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=607:presidente-evo-

morales-pide-a-las-empresas-operadoras-acelerar-las-inversiones-en-bolivia-para-

exploracion&catid=121:agencia-de-noticias&Itemid=196) 

 

http://www1.ypfb.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=607:presidente-evo-morales-pide-a-las-empresas-operadoras-acelerar-las-inversiones-en-bolivia-para-exploracion&catid=121:agencia-de-noticias&Itemid=196
http://www1.ypfb.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=607:presidente-evo-morales-pide-a-las-empresas-operadoras-acelerar-las-inversiones-en-bolivia-para-exploracion&catid=121:agencia-de-noticias&Itemid=196
http://www1.ypfb.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=607:presidente-evo-morales-pide-a-las-empresas-operadoras-acelerar-las-inversiones-en-bolivia-para-exploracion&catid=121:agencia-de-noticias&Itemid=196


 Recuperar la soberanía sobre los recursos naturales: los casos de Bolivia y el Ecuador 27 

 

 

mediante una inversión de 4 300 millones de dólares. La YPFB Casa Matriz contribuiría 

con 620 millones de dólares (14.4%), las filiales de YPFB con 1 200 millones (28, 5 %) 

y las empresas operadoras privadas con 2 500 millones (57 %). 

 

 

Una importante disminución de la pobreza 

 
Mediante la gestión adecuada de los ingresos provenientes de los recursos naturales y la 

aplicación estratégica de una política de redistribución de los ingresos y la inversión 

productiva, se logró reducir la pobreza extrema. La pobreza extrema disminuyó de un 

38,2 % en 2005 a un 18,8 % en 2013 y la desigualdad entre ricos y pobres se redujo de 

128 veces en 2005 a 46 veces en 2012. 

 
 

Gráfico 7 

 
 
Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, Memoria de la Economía 

Boliviana 2014. 

 
 
Industrialización basada en los hidrocarburos  

 
Como se ve en el recuadro 3, la Constitución de Bolivia de 2009 dispone la 

industrialización de los recursos naturales y destaca su importancia « para superar la 

dependencia de la exportación de materias primas y lograr una economía de base 

productiva, en el marco del desarrollo sostenible, en armonía con la naturaleza» 

(Artículo 311). 

 

En los últimos diez años los proyectos más importantes de YPFB en materia de 

industrialización de hidrocarburos han sido las plantas de separación de líquidos (de gas 

natural) de Río Grande y Gran Chaco, la planta de amoníaco y urea de Bulo Bulo y la 

planta de GLN de Río Grande. 

 

Como parte de los proyectos futuros en el sector, el Banco Central de Bolivia ha 

acordado un préstamo de 1 800 millones de dólares a YPFB para la construcción de un 
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complejo petroquímico de propileno y polipropileno que requiere una inversión total de 

2 200 millones de dólares. La construcción de la planta comenzará en 2017 y entrará en 

operaciones en 2021. El complejo generará más de 4.000 empleos y el desarrollo 

industrial del proyecto creará al menos otras 10.000 fuentes de empleo.  

 

El Gobierno de Bolivia ha impulsado un ambicioso proceso de masificación del 

gas. En 2005 había 25.000 hogares conectados y para 2015 más de 550.000 conexiones 

(22 veces más), con una inversión de 800 millones de dólares. Ahora 2.5 millones de 

hogares tienen acceso al servicio (5 personas por hogar). 

 

Cuadro 4 

Bolivia: Industrialización de los recursos naturales y acceso universal de los hogares a la energía (en millones de dólares) 

Nombre del 
proyecto _Actividad  Capacidad  Inversión  

Propieta
rio Fecha de inicio  

Gran Chaco  Separación de líquidos  3.140 toneladas de etano por día y  609 YPFB Marzo de 2015 

    2 240 toneladas de GLP por día.       

Bulo Bulo 
Planta de amoníaco y 
urea  750.000 toneladas de urea por año y 862 YPFB 

Noviembre de 
2016 

    
400.000 toneladas de amoniaco por 
año       

Río Grande  Planta de GNL  
12, 8 millones de pies cúbicos por 
día que han de 205 YPFB Febrero de 2016 

    
ser transportados por camiones 
cisterna.       

Proyecto de 
masificación de 
GNL  

Construcción de red 
de gasoductos  

3.680 km de redes secundarias de 
gasoductos  240 YPFB Terminado  

  

Para el acceso a la 
energía de 140.000 
hogares 

Y 2.281 km de redes primarias de 
gasoducto       

Masificación de gas 
natural  

Acceso universal de 
los hogares a la 
energía 

550 000 conexiones desde 2006 que 
suministran  800 YPFB 

Terminada y en 
curso  

  
 

acceso de un 25 % de la población a 
la energía        

Industria 
petroquímica  

Plantas de propileno y 
polipropileno 

250 000 toneladas métricas por año 
de prolipopileno  1800 YPFB  

Fecha prevista 
para el comienzo  

          
de la construcción 
2017 

Fuente: YPFB 
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III. ECUADOR -LA NUEVA CONSTITUCIÓN Y LA RENEGOCIACIÓN DE LOS 

CONTRATOS DE HIDROCARBUROS 

 
 

Antecedentes 

 
Hasta la década de 1970, el Ecuador dependía de las exportaciones de productos 

agrícolas, principalmente de banano, café y cacao. Esta situación cambió a comienzos 

de la década de 1970 con el descubrimiento de importantes yacimientos de petróleo en 

la selva amazónica por parte del consorcio petrolero Texaco-Gulf Consortium. En 1972 

se construyó el primer oleoducto de 500 km de longitud desde la selva amazónica hasta 

la costa, con el objetivo de llevar petróleo a los centros urbanos y de exportar el 

petróleo.  

 

Entre 1980 y 2006 el valor añadido relacionado con el petróleo representaba en 

promedio un 12,8 % del PIB total. La importancia del petróleo también se ve reflejada 

en las estadísticas comerciales, ya que las exportaciones de petróleo representaron en 

promedio un 48, 1 % de las exportaciones totales entre 1980 y 2006. Por último, el 

petróleo fue un elemento fundamental para las cuentas fiscales: entre 1980 y 2006 los 

ingresos provenientes del petróleo representaron un 36, 5 % de los ingresos del 

Gobierno central, aunque han disminuido a un 29, 5 % en los últimos años. 

 

En la década de 1990 el Ecuador cambió su legislación en materia de 

hidrocarburos con el fin de promover la participación del sector privado con lo que se 

crearon oportunidades de asociación entre Petroecuador y las empresas privadas. En 

1993 fue promulgada la Ley de Hidrocarburos número 44. Dicha Ley instituyó la 

modalidad de contratos de producción compartida, según la cual los contratistas tienen 

derecho a recibir pagos por el petróleo, según un porcentaje predeterminado
8
.  

 

Al amparo de los contratos de producción compartida la producción privada 

aumentó hasta 2005. Durante el período de 1994 a 2004 las inversiones de las empresas 

privadas eran en promedio ocho veces mayores que las inversiones de Petrocuador. 

Además, la construcción del nuevo oleoducto de crudos pesados (OCP) en 2003 

realizada exclusivamente por empresas privadas, les permitió a estas empresas aumentar 

su producción de 77,9 millones de barriles en 2003 a 129,3 millones de barriles en 

2004. 

 

Entretanto, la producción de la empresa petrolera nacional, Petroecuador, 

disminuyó de forma constante entre 1994 y 2006 con una tasa media de disminución de 

un 4,5 %. Asimismo, sus inversiones en la exploración y la producción de petróleo 

disminuyeron de un promedio de 150 millones de dólares por año en la primera mitad 

de la década de los noventa a un promedio de menos de 90 millones de dólares de 2000 

a 2004.  

 

                                                        
8
 Hasta el último trimestre de 2010, muchas empresas extranjeras tenían este tipo de contratos con 

Petroecuador. 
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Esta disminución de las inversiones en Petroecuador fue consecuencia de las 

políticas gubernamentales dirigidas explícitamente a minimizar el papel de la empresa 

petrolera estatal, a raíz de las políticas neoliberales adoptadas en los años noventa y los 

primeros años del siglo XXI. Habida cuenta de que Petroecuador debía entregar sus 

ingresos procedentes del petróleo al Gobierno central, tampoco tenía la autonomía para 

administrar dichos ingresos. El Ministerio de Finanzas reembolsaba entonces los costos 

operativos y financieros de Petroecuador y aprobaba su presupuesto de inversiones, casi 

siempre por debajo del monto pedido por Petroecuador.  

 

Debido a estos cambios en la legislación, la producción total de petróleo crudo del 

Ecuador aumentó un 43 % entre 1996 y 2006, gracias en gran parte a la inversión 

extranjera, pero la proporción de la participación de Petroecuador en la producción 

nacional de petróleo crudo disminuyó de un 78 % a un 37 % durante el mismo período 

(véase Gráfico 1).  

 

 

Gráfico 1: 

 

 
 
 

Pese al aumento del crecimiento económico relacionado con el petróleo, el 

Ecuador fue la democracia más inestable de América Latina en la década de 1990 y el 

comienzo del siglo XXI: las protestas callejeras tuvieron mucho que ver en el 

derrocamiento de tres presidentes. En abril de 2005 las protestas populares derrocaron al 

presidente Lucio Gutiérrez, quien en un principio llegó al poder con el apoyo de las 

organizaciones indígenas y civiles. 

 
 
El cambio en la percepción gubernamental en 2005 

 

 

De 2005 en adelante, en el contexto del aumento de los precios del petróleo, el nuevo 

Gobierno llegó a la conclusión de que para el Gobierno los contratos de producción 

compartida suscritos con la Ley número 44 eran desfavorables: el porcentaje en la 

producción de petróleo era de un 81,5 % para las empresas privadas y de 18, 5 % para el 
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Estado cuando la producción superaba los 600 000 barriles diarios
9
.  Petroecuador 

pagaba regalías del 18, 5 % de la participación del Estado. Según las estadísticas 

ecuatorianas, entre un 80 % y un 85 % de la renta generada por los contratos de 

producción compartida (una vez deducidos los costos de producción) fue a parar a las 

empresas privadas.  

 

De conformidad con los contratos de producción compartida (Ley 44 de 1993) la 

participación laboral era de un 15 % de los costos de operación, el impuesto sobre las 

utilidades de un 25 % y el impuesto total consolidado de un 36, 25 %. 

 
Cuadro 1 

Ecuador, 2003: cuota de participación en la producción 

del Estado frente a las empresas petroleras (%) 
Contratista:  Empresa  Estado  

Perenco  79.89 20.11 
Repsol  80.3 19.7 
Oxy 84.88 15.12 
AEC (City) 72.14 27.86 
CNPC 72.72 27.28 
Ecuador TLC 67.11 32.89 
Vintage 87.07 12.93 

Promedio 79.72 20.28 

Fuente: Arauz 2004.     

 
El nuevo Gobierno también comprendió que la mayor parte de los beneficios 

extraordinarios iba a parar a las empresas privadas porque la mayoría de los contratos 

de producción compartida firmados antes de 1999 no contenían cláusulas para reajustar 

las proporciones de participación del Estado si los precios del petróleo aumentan 

considerablemente. En 2005 los precios del petróleo registraron récords mundiales, pero 

los contratos de producción compartida generaban muy pocos beneficios para el Estado 

del diferencial de precios, lo que iba en detrimento de los intereses del Ecuador
10

. 

 

Al mismo tiempo, varios conflictos jurídicos y sociales generaron tensiones entre 

el Estado y las empresas privadas. En ese contexto Petroecuador, el Gobierno 

ecuatoriano y las empresas privadas emprendieron la renegociación de los contratos de 

producción compartida bajo el marco jurídico vigente, que estipulaba que los contratos 

solo podían renegociarse por mutuo acuerdo. 

 

Los dos principales conflictos eran, a saber: 

 

- En abril de 2006, tras un proceso de dos años, el Ministerio de Energía declaró la 

caducidad del contrato de Occidental (Oxy) en el Bloque 15, el campo petrolero más 

grande del Ecuador. El Gobierno ecuatoriano consideraba que la venta en el año 2000 

del 40 % de la participación de Oxy en el Bloque 15 a City Investing sin haber 

                                                        
9
 Cuando la producción de petróleo era menor a los 30 000 barriles diarios, la participación del Estado no 

podía ser menor de un 12, 5 %. Cuando la producción de petróleo era menor a los 30 000 barriles diarios, 

la participación del Estado no podía ser menor de un 14 %. (Campodonico, 1998, pág. 94). 
10

 Véase Cueva y Ortiz (2013), pág 3. 
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notificado previamente a Petroecuador constituía una violación del contrato y de la Ley 

de Hidrocarburos. Tras la adquisición por parte de Petroecuador de la producción en el 

Bloque 15 A, el porcentaje del volumen nacional de producción aumentó a un 46 % en 

2006.  Oxy consideraba que esta decisión debilitaba las condiciones jurídicas que 

sustentaban su operación en el país e interpuso una demanda ente el Centro 

Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI) del Banco 

Mundial. 

 

- En mayo de 2006 la Ley 42 aumentó el impuesto sobre los beneficios 

extraordinarios del petróleo y la tasa pasó a ser de un 50 % del diferencial entre el 

precio obtenido y el precio fijado por contrato (ajustado por inflación). El excedente de 

ingresos proveniente de los precios extraordinariamente elevados debía pagarse a 

Petroecuador. Las empresas reclamaron y City Investing (propietaria de la filial City 

Oriente) interpuso la queja ante el CIADI en diciembre de 2006. 

 

En enero de 2007 el recientemente elegido presidente Rafael Correa del 

movimiento Alianza PAÍS tomó posesión de su cargo con un alto nivel de aprobación. 

Quedaba así de manifiesto tanto la confianza del pueblo en la capacidad de su 

administración de transformar las instituciones ecuatorianas como de responder a las 

reivindicaciones de la sociedad civil. Reinaba el optimismo en que el nuevo Gobierno 

podría actuar frente la incapacidad, la corrupción y el comportamiento 

anticonstitucional de los gobernantes anteriores y en particular, del Congreso, que 

generaban una gran frustración en la población. El presidente Correa prometió la 

elección de una Asamblea Constituyente a fin de emprender un cambio radical, 

profundo y rápido. 

 

Tras la celebración de un referendo en abril, tuvo lugar en septiembre de 2007 la 

elección de una Asamblea Constituyente . La Alianza PAÍS del presidente Rafael 

Correa logró una victoria abrumadora y obtuvo 74 de los 130 escaños, lo que le dio a su 

partido el poder para hacer las reformas constitucionales sustanciales que el presidente 

pedía. En noviembre de 2007 el Ecuador volvió a formar parte de la OPEP después de 

15 años. 

 

La Asamblea Constitucional inició sesiones en noviembre de 2007. En julio de 

2008 aprobó un proyecto constitucional con 494 artículos que fue sometido a un 

referéndum en septiembre de 2008 y obtuvo un margen de victoria de 63, 9% a 28,1%. 

 
 
Políticas sobre hidrocarburos durante el Gobierno de Rafael Correa 

 
Durante el primer Gobierno del presidente Correa se continuaron y reforzaron las 

políticas de Gobiernos anteriores en el sector de los hidrocarburos. El Gobierno declaró 

públicamente que todos los contratos de producción compartida debían revisarse. La 

propuesta era instaurar contratos de servicios o contratos de servicios específicos en 

virtud de los cuales el Estado le paga al operador una cantidad acordada por cada barril 

de petróleo producido. Las empresas petroleras internacionales no acogieron 

favorablemente la propuesta y algunas amenazaron con retirar sus inversiones si la 

propuesta llegaba a materializarse. 
 

En octubre de 2007 el presidente Correa promulgó el Decreto Ejecutivo 662 que 

https://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Constituyente_de_Ecuador_de_2007_y_2008
https://es.wikipedia.org/wiki/Alianza_Pa%C3%ADs
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estipulaba el aumento del impuesto sobre los beneficios extraordinarios del petróleo a 

un 99 % (un aumento de 49 puntos porcentuales de la tasa del 50 % establecida por la 

Ley 42). En diciembre de 2007 este impuesto se redujo a un 70 % de conformidad con 

la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en Ecuador aprobada por la Asamblea 

Constituyente. 

 

En consecuencia, muchas otras empresas petroleras extranjeras como Repsol, 

Murphy, Burlington, City Oriente y Perenco interpusieron litigios ante el CIADI en 

2008 (véase Anexo 1). 

 

Mientras continuaban las discusiones entre Petroecuador y las empresas privadas, 

las partes firmaron contratos de participación temporales para el período de 2008 al 

2009, que en la práctica duraron hasta 2010. 

 

 
La nueva Constitución del Ecuador 

 
La Constitución de Ecuador de 2008 confirió poder al Estado para planificar el 

desarrollo del país y recuperar su función primordial en la economía del país.  En 2008 

la nueva Constitución, conocida como la Constitución de Montecristi, redefinió el papel 

del Estado en la explotación de los recursos naturales no renovables. Los Artículos 313 

a 318 de la Constitución hacen referencia a los sectores, servicios y empresas públicas 

estratégicos. De este modo el Estado adquirió una mayor presencia en sectores 

estratégicos y recuperó las empresas públicas existentes así como la gestión soberana de 

los recursos no renovables como el petróleo y la minería, a la vez que recuperó la 

inversión pública y social. 

 

Los Artículos 313 a 318 de la Constitución definen las disposiciones relativas a 

los sectores, servicios y empresas públicas estratégicos. En dichos artículos se dispone 

lo siguiente: 

 

 El derecho del Estado a administrar, gestionar, regular y controlar los sectores 

estratégicos: la energía, las telecomunicaciones, el transporte, la biodiversidad, 

el espectro radioeléctrico, el agua y los recursos no renovables, entre otros (Art. 

313).  

 

 La responsabilidad del Estado en la provisión de los servicios públicos de agua 

potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, 

infraestructuras portuarias y aeroportuarias, entre otros. La obligación del Estado 

de garantizar que los servicios públicos y su provisión respondan a los principios 

de obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, 

universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y calidad (Art. 314). 

 

 La constitución por parte del Estado de empresas públicas para la gestión de 

sectores estratégicos (Art. 315.).  

 

 El derecho del Estado a delegar la participación en los sectores estratégicos y 

servicios públicos a empresas mixtas en las cuales tenga mayoría accionaria 

(Art. 316).  
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 La definición de los recursos naturales no renovables como patrimonio 

inalienable e imprescriptible del Estado que en su gestión, priorizará la 

responsabilidad intergeneracional, la conservación de la naturaleza y la 

minimización de los impactos negativos de carácter ambiental, cultural, social y 

económico (Art. 317). 

 
En 2010 y 2011 el Gobierno promulgó varios Decretos Ejecutivos a fin de 

reforzar la presencia del Estado en el sector de los hidrocarburos, como se dispone en la 

Constitución. Ahora coexisten dos empresas estatales. Las actividades de exploración y 

producción (upstream) están a cargo de Petroamazonas, mientras que las actividades de 

refinación (midstream), transporte y comercialización (downstream) están a cargo de 

Petroecuador.  

 

A diferencia del régimen anterior, la nueva legislación entrañó cambios 

importantes en la gestión presupuestaria y financiara para darle mayor autonomía a 

ambas empresas. En adelante, Petroecuador y Petroamazonas debían recibir recursos 

financieros en función de sus necesidades en materia de gestión e inversión.  

 

La Ley reformatoria a la Ley de hidrocarburos de 2010 

 

La nueva Constitución facultó al Gobierno para promulgar una nueva ley para ajustarse 

al nuevo marco que se había instaurado. Tras dos años de complejas negociaciones, en 

julio de 2010 se promulgó una nueva Ley de hidrocarburos que reformaba la Ley de 

Hidrocarburos y la Ley de Régimen Tributario Interno. Las reformas se centraban en 

cuatro aspectos: cambios en el sector institucional, el modelo contractual, en cuestiones 

medioambientales y en los importes fiscales.  Las principales reformas eran: la 

implantación de un tipo de contrato llamado contrato de servicios y b) de un nuevo 

sistema tributario.  Cabe destacar ciertos detalles: 

 

 Los contratos de producción compartida, en virtud de los cuales la empresa 

poseía un porcentaje de la producción de petróleo, pasaron a ser contratos de 

servicios, en virtud de los cuales el Estado posee el 100 % del petróleo 

producido y les paga a las empresas petroleras una tarifa acordada. Con los 

contratos de servicios de 2010 el Estado posee un 100 % del petróleo producido. 

Se paga al contratista una tarifa por sus servicios. En cada contrato se negocia la 

tarifa que deberá pagarse al contratista (véase el siguiente capítulo).  

 

 De conformidad con los nuevos contratos de servicios, el Estado reserva un 25 

% de los ingresos brutos como «margen de soberanía». El valor restante cubre 

los costos de transporte y comercialización del Estado. La tarifa por los servicios 

se paga una vez deducidos estos costos. 

 

 La modificación de la Ley de Régimen Tributario Interno dispone ahora el pago 

de una tarifa única del 25 % del impuesto a la renta (en lugar del 44,4 % actual 

de impuesto a la renta). Las empresas petroleras con contratos de servicios no se 

beneficiaron de la reducción de la tasa del impuesto a la renta a raíz de la 

reinversión de utilidades.  

 

 Las estadísticas del Ecuador indican que entre un 80 % y un 85 % de la renta 
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generada por los contratos de servicios (tras la deducción del pago de las tarifas) 

va a parar al Estado.  

 

 Un contrato de servicios no da derecho de propiedad sobre el petróleo del suelo. 

En virtud de estos contratos la empresa petrolera tampoco adquiere realmente 

propiedad ni «título» sobre el petróleo producido, simplemente recibe el pago de 

una tarifa por sus servicios de extracción del petróleo del Gobierno. 

 

 Las empresas petroleras tenían 120 días para renegociar sus contratos. Dicho 

período fue extendido a 180 días para las empresas que operaban campos 

marginales. Si no se llegaba a un acuerdo, el Gobierno terminaría los contratos y 

fijaría los valores de liquidación. 

 

 La Ley también modificaba la definición de la política petrolera y concebía una 

nueva función para Petroecuador.  

 

 

Recuadro 1 

Por qué los Gobiernos prefieren los contratos de servicios a los contratos de 

producción compartida 

 

Un factor determinante para que numerosos países tiendan a pasar a los contratos de 

servicios es su interés en mantener la soberanía sobre sus recursos naturales. En el 

marco de un contrato de servicios los países mantienen la propiedad sobre el campo 

petrolero y en muchos casos mantienen también los derechos de propiedad sobre el 

petróleo producido y no tienen que asignarlos a la empresa extranjera. A los países les 

interesa suscribir contratos de servicios porque estos contratos les permiten reducir el 

control de las empresas petroleras extranjeras sobre los campos y el petróleo producido 

y a la vez aprovechar los conocimientos técnicos de estas empresas. 

 

Los contratos de producción compartida plantean problemas de soberanía, en parte 

porque les dan a las petroleras internacionales poder de decisión en materia de 

desarrollo, exploración y operación. En virtud de estos contratos los países comparten 

con la empresa extranjera los derechos de propiedad del petróleo crudo producido. 

 

Cuando los países renuncian a su soberanía sobre los recursos naturales se reducen las 

posibilidades de que el Gobierno anfitrión supervise adecuadamente las operaciones de 

la empresa petrolera internacional, en gran parte debido a las numerosas funciones 

reglamentarias, operativas y de supervisión que las petroleras estatales deben 

desempeñar al mismo tiempo en estos países. 

 

Otras fuentes de preocupación que plantean los contratos de producción compartida en 

relación con la soberanía son el régimen tributario o algunas deficiencias institucionales 

que podrían impedir que los Gobiernos recauden eficazmente la renta de las empresas 

petroleras internacionales. En consecuencia, aunque algunos países productores de 

petróleo se han interesado en los contratos de servicios para reformar el régimen 

tributario a fin de mitigar algunas de las preocupaciones con respecto a la soberanía que 

plantea la producción compartida, la falta de voluntad política y de apoyo público 

debido en parte a los problemas institucionales, han dificultado considerablemente la 

aplicación de los contratos de producción compartida. 
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Fuente: Oil and Gas Service Contracts Around the World, Abbas y Lin (2014). 

 
 
La negociación de los contratos de servicios en 2010 

 
Es importante tener en cuenta que en 2008 y 2009, antes de que comenzaran las 

negociaciones de los contratos de servicios, dos petroleras terminaron sus operaciones y 

sus campos pasaron a manos de Petroecuador. Estas empresas eran Perenco (Francia, 

Bloque 21, Yuralpa) con un producción de 8 millones de barriles por año y City Oriente 

(Estados Unidos, Bloque 27) con una producción de 1 millón de barriles por año.  

 

En el caso de City Oriente, la empresa interpuso una queja ante el CIADI en 2008. 

Sin embargo, aceptó una terminación mutua del contrato de contrato de producción 

compartida en el Bloque 27 en 2009 y recibió una compensación de 68 millones de 

dólares. En el caso de Perenco, la empresa abandonó el Bloque 21 en 2009 como 

protesta a la aplicación de la Ley 42 de 2006. Perenco también llevó el caso ante el 

CIADI, cuyo fallo aún está pendiente. 

 

En 2010 el Ministerio de Hidrocarburos firmó un contrato de servicios con las 

principales empresas petroleras que operaban en el Ecuador. Entre las empresas que 

aceptaron las nuevas condiciones de los contratos figuraban empresas que explotaban 

los bloques más importantes: Repsol (España), Andes (China), Petrooriental (China), 

ENAP (Chile) y Agip (Italia). 

 

El volumen de producción renegociado representó un 82, 6 % de la producción 

total de petróleo de las empresas privadas (véase Gráfico 2).  El 17, 4 % restante de las 

empresas terminó sus contratos y Petroecuador (que después se fusionó con 

Petroamazonas) se hizo cargo de las instalaciones.  

 

La única empresa importante que no firmó el nuevo contrato de servicios fue 

Ecuador-TLC (propiedad de Petrobras). Con excepción de Petrobras, las otras empresas 

con las que no se llegó a un acuerdo operaban en campos marginales (más pequeños) y 

campos en los que se realizaban actividades de exploración. En cuanto a los campos 

marginales, en enero de 2011 el Ministerio de Hidrocarburos firmó siete contratos con 

cinco empresas. Tres empresas decidieron no renegociar los contratos debido a su 

insatisfacción con las tarifas propuestas.  
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Gráfico 2: 

 

 
Fuente: Ministerio de Recursos Naturales no Renovables del Ecuador (2011)  

(Traducción del gráfico por el Centro del Sur). 
 
 
La tarifa de recuperación de los costos en los contratos de servicios  

 
El modelo de contrato de servicios escogido por el Ecuador es un instrumento que 

genera obligaciones de la empresa con el Estado para realizar actividades de 

exploración y explotación petrolera con sus propios recursos financieros, capital de 

inversión y mediante el uso de los equipos, maquinaria y tecnología necesarios. La 

empresa asume los riesgos de exploración y explotación. A cambio de su servicio, la 

empresa recibe una tarifa fija por su producción. 

 

La tarifa corresponde a la cantidad pagada al contratista en dólares por barril de 

petróleo neto producido y entregado por el contratista. Esta tarifa no fluctúa en función 

de los precios del petróleo y no se recalcula anualmente sino que se hace un reajuste en 

función de la inflación en la industria petrolera con base en costos variables 

(mantenimiento de materiales e insumos). 

 

Hay dos tipos distintos de tarifas: La primera tarifa se aplica a los yacimientos en 

los que ya se produce (todos los contratos renegociados fueron firmados en noviembre 

de 2010). La segunda tarifa tiene por objeto promover nuevas inversiones para financiar 

planes de exploración y la prospección en yacimientos sin explorar. 

 

La tarifa para las empresas que decidieron quedarse en el país fue fijada según los 

siguientes criterios: Las actividades e inversiones estimadas; los costos y los gastos 

operativos; los riesgos que asume el Estado. Estos criterios fueron ponderados a fin de 

obtener una tarifa promedio para cada empresa, que es en total (sin ponderar) de 32,12 
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dólares por barril (véase Cuadro 2). 

 

Es importante tener en cuenta que estos contratos de servicios prevén 

salvaguardias para el Estado en caso de que los precios del petróleo caigan por debajo 

de la tarifa por barril acordada. La «cláusula de acumulación» dispone que si el precio 

del petróleo cae por debajo de la tarifa, el monto adeudado se acumulará al siguiente 

año fiscal sin intereses. En caso de terminación del contrato, la obligación del pago del 

monto debido al contratista prescribirá y el pago no se realizará
11

.  

 
 

Cuadro 2/ 
 
 

 
 
Producción de petróleo en el Ecuador después de la renegociación  

 

De 2007 hasta ahora, la distribución de la producción de petróleo entre EP 

Petroamazonas (en sustitución de Petroecuador) y las empresas petroleras privadas ha 

cambiado radicalmente. En 2007, la producción fue de 186 millones de barriles por año 

y Petroecuador y las empresas privadas tenían una participación de un 50 % cada una. 

De 2007 a 2014 la producción aumentó un 10 % a 203 millones de barriles y EP 

Petroamazonas (en sustitución de Petroecuador) pasó a tener una participación del 78 % 

de la producción total y las empresas privadas el 22 % restante.  

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                        
11

 Véase Grupo Faro (2012), pág. 13. 
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Gráfico 3: 

 
 

 
Fuente: Ministerio de Hidrocarburos del Ecuador (2015).  

 
 

El aumento de la producción de EP Petroamazonas tiene en cuenta su adquisición 

del Bloque 16 (antes de Occidental Petroleum) así como los bloques explotados hasta 

2008 y 2009 por Perenco y Oriente.  

 

 

Renta e inversiones petroleras en el Ecuador desde 2007 

 
La participación del Gobierno en la industria petrolera aumentó considerablemente en el 

Ecuador tras la promulgación de la Ley 42 de 2006 y el proceso de renegociación. En 

proporción de los ingresos del sector económico pasó de un 44, 9 % entre 2000 y 2003 a 

un 60,3 % entre 2010 y 2013 (véase capítulo 1, Cuadro 2).  Asimismo, según la 

UNCTAD, la participación del Gobierno en las rentas de los sectores extractivos 

aumentó de un 71,8 % en 2004 a un 93,5 % en 2012
12

 
13

.  

 

Las inversiones petrolíferas en el Ecuador aumentaron considerablemente después 

de 2010 cuando se firmaron los contratos de servicios. El principal inversionista ha sido 

Petroamazonas (antes, Petroecuador), que pasó de 440 millones en 2007 a 3 380 

millones en 2014, lo que representa un aumento de un 668 % en ese período. Gran parte 

de estas inversiones se destinaron a actividades de exploración. 

                                                        
12

 UNCTAD (2014): «Estas estimaciones muestran, como se preveía, una amplia variación de la 

participación del Estado en las rentas. La principal razón que explica estas diferencias es el grado de 

propiedad del recurso natural por parte del Estado. En aquellos países en los que el Estado participa en la 

producción por medio de empresas estatales, como Sonangol en Angola, PDVSA en la República 

Bolivariana de Venezuela, Petroecuador en el Ecuador en el caso del petróleo, y CODELCO en Chile en 

el del cobre, esta participación es relativamente alta» (pág. 207).  
13

 Todos estos cálculos fueron hechos antes del acuerdo alcanzado entre Occidental Petroleum y el 

Ecuador en enero de 2016. El Ecuador pagará 980 millones de dólares a Occidental Petroleum (véase 

anexo 1). 
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Las empresas petroleras extranjeras en el Ecuador se comprometieron a invertir 1 

304 millones de dólares entre 2011 y 2014.  Según estadísticas oficiales del Gobierno 

ecuatoriano, las inversiones privadas en ese período fueron de 1 765 millones de 

dólares, es decir, 460 millones más de las inversiones prometidas
14

.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Gráfico 4: 

 
Fuente: Ministerio de Hidrocarburos del Ecuador (2015). 

 

 
El Gobierno del Ecuador ha destacado la importancia de las inversiones en la 

exploración de reservas petroleras.  Según datos oficiales, las reservas de petróleo en 

201315 se estimaban en 6.900 millones de barriles, lo que incluye reservas de 920 

millones de los campos de Ishpingo, Tiputini y Tambococha (ITT) 16 (según datos de la 

                                                        
14

 El ministro de Hidrocarburos, Pedro Merizalde, afirmó que las empresas privadas invirtieron 460 

milloes más de lo previsto entre 2011 y 2014 y en 2015 ya habían invertido 82 millones de los 307 

millones que tenían previsto desembolsar 

(http://www.eluniverso.com/noticias/2015/05/11/nota/4863701/ecuador-descarta-reduccion-inversiones-

petroleras-salida-empresas). 
15 Ministerio de Recursos Naturales no Renovables del Ecuador (2011), hoja 4. 
16 En 2007 el presidente Correa puso en marcha el proyecto Yasuní ITT mediante el cual el Ecuador 

proponía una suspensión de las actividades de extracción de petróleo en parte del parque nacional de 

http://www.eluniverso.com/noticias/2015/05/11/nota/4863701/ecuador-descarta-reduccion-inversiones-petroleras-salida-empresas
http://www.eluniverso.com/noticias/2015/05/11/nota/4863701/ecuador-descarta-reduccion-inversiones-petroleras-salida-empresas
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OPEP y British Petroleum las reservas de petróleo se estiman en 8 100 millones de 

barrilles). De 2012 hasta ahora, Petroamazonas ha firmado varios contratos de servicios 

específicos con empresas extranjeras a fin de aumentar les inversiones en exploración 

(véase Cuadro 3).  

 
 

Cuadro 3 

 
 

 

 

Recuadro 2 

El Ecuador en la era de la sociedad de la información 
 

Con una inversión de 1000 millones de dólares para los primeros cuatro años, el 

Gobierno ecuatoriano está construyendo un nuevo centro para la educación, la 

innovación y la industria conocido como Yachay, «ciudad del conocimiento». Ha sido 

descrito como el proyecto más ambicioso que ha emprendido el Ecuador en más de un 

siglo. Yachay, conocimiento en quechua, tiene por objeto convertirse en el instituto de 

investigación más importante de América Latina. 

 

Durante mucho tiempo la economía del Ecuador ha dependido considerablemente del 

petróleo, la minería, la pesca y la agricultura. Consciente de que sus recursos naturales 

no son renovables, el Gobierno intenta diversificar la economía y promover una cultura 

de investigación e innovación. Mediante el cambio a una economía basada en los 

conocimientos, el presidente Correa espera crear un sector manufacturero avanzado que 

pueda producir y exportar bienes de alta calidad a escala mundial.  

 

El Ecuador quiere entrar en la sociedad mundial del conocimiento y ha escogido el 

nombre de Yachay para bautizar la «ciudad del conocimiento» que aspira a ser en 35 

años como Palo Alto en California (Silicon Valley), o Innopolis surcoreana de Daedeok. 

 

El gerente de la empresa pública Yachay afirmó que hasta el momento han gastado 100 

millones de los 1043 millones presupuestados hasta 2017. Han llegado docentes con 

                                                                                                                                                                  
Yasuní a cambio del pago de 3 600 millones de dólares de la comunidad internacional. En 2013 la 

comisión encargada de evaluar el progreso de la iniciativa Yasuní-ITT concluyó que los resultados 

económicos eran insuficientes,  por lo que el presidente Correa puso fin a la iniciativa en agosto de 2013. 

Esta medida fue objeto de duras críticas por parte del movimiento ecologista. 

  

https://www.youtube.com/watch?v=fab8oAI2TPA
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doctorado provenientes de España, México, Guatemala, Venezuela, Colombia y Chile. 

De este grupo inicial de docentes, solo dos profesores son ecuatorianos. El Comité de 

gestión de la Universidad de Yachay está formado por tres profesores del California 

Institute of Technology (Caltech) y un profesor de la Universidad de Barcelona, quien 

fungirá como rector. El alquiler de alojamiento dentro del campus cuesta tan solo 36 

dólares mensuales. Según José Andrade, profesor de Ingeniería Civil en Caltech y 

secretario académico de Yachay Tech, actualmente hay 425 estudiantes. 

 

En su discurso inaugural el presidente Correa afirmó: «Aquí estamos superando la 

economía extractivista». Hizo hincapié en que la tecnología y la innovación son 

fundamentales para el desarrollo y para el «vivir bien».  

 

Fuente: artículos de prensa. 
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ANEXO 1- ECUADOR: LITIGIOS CON EMPRESAS EXTRANJERAS EN TRIBUNALES 

INTERNACIONALES (CORTE PERMANENTE DE ARBITRAJE DE LA HAYA Y EL CIADI) 

 
 
Las disputas del Ecuador con empresas extranjeras comprenden tres tipos de litigios, 

cada uno de distinta naturaleza. En primer lugar, el litigio que existe con Chevron-

Texaco por daños ambientales en la zona de Lago Agrio. El caso, que comenzó en 

1993, se ha llevado ante la Corte Internacional de Justicia de la Haya (Países Bajos) así 

como ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones 

(CIADI) del Banco Mundial, en Washington, D.C. 

 

En segundo lugar, litigio con Occidental Petroleum (OXY) por violación de las 

normas contractuales en 2000. El proceso comenzó en 2005.  

 

En tercer lugar, el litigio que existe en relación con el aumento del impuesto sobre 

los beneficios extraordinarios establecido por la Ley 42 de 2006 y que afecta a varias 

empresas extranjeras. 

 

Tanto el segundo como el tercero tienen fundamento jurídico en los tratados 

bilaterales de inversión (TBI) firmados por el Ecuador con diferentes países y existe un 

proceso en curso ante el CIADI. 

 

 

1) Disputa con Chevron-Texaco 

La concesión de Texaco en la Amazonía ecuatoriana duró 26 años (1964-1990). Cuando 

Texaco (posteriormente adquirida por Chevron) salió del Ecuador en 2001 ninguna de 

las partes había presentado una demanda. Las propiedades de Chevron-Texaco pasaron 

a ser de Petroecuador. El proceso judicial comenzó en 1993 cuando las comunidades 

indígenas demandaron a Texaco en Nueva York. Después de diez años la Corte de 

Apelación renvió el caso a la Corte Superior de Nueva Loja, Sucumbíos, en el Ecuador. 

Las comunidades indígenas esperaban que el juicio tuviera lugar en los Estados Unidos, 

pero la Corte de Apelación de Nueva York ordenó en 2002 que la cuestión debía 

tratarse ante la justicia ecuatoriana. 

 

En 2003, las comunidades indígenas de la provincia de Sucumbíos en la 

Amazonía ecuatoriana (no el Estado) interpusieron una demanda en el Ecuador contra 

Chevron-Texaco. La queja tenía que ver con el vertimiento de 80.000 toneladas de 

residuos petrolíferos en la zona de Lagro Agrio entre 1964 y 1992
17

. En 2011 la Corte 

de Sucumbíos condenó a Chevron a pagar 9 500 millones de dólares a las comunidades 

amazónicas por los daños causados en las décadas de 1970 y 1980
18

. 

 

Abordaremos este caso, conocido como Chevron III, más adelante después de los 

casos Chevron I y Chevron II.  

 

Chevron I-Chevron-Texaco contra el Ecuador
19

 
 

                                                        
17

 http://www.autopista.es/noticias-motor/articulo/mot7411.htm 
18

 http://www.explored.com.ec/noticias-ecuador/chevron-apela-fallo-de-juez-de-sucumbios-463419.html  
19

 http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/ 

http://www.autopista.es/noticias-motor/articulo/mot7411.htm
http://www.explored.com.ec/noticias-ecuador/chevron-apela-fallo-de-juez-de-sucumbios-463419.html
http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/
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En 2004 Chevron-Texaco inició un procedimiento de arbitraje en Nueva York con 

base en dos cláusulas del Acuerdo de Operación Conjunta (AOC) firmado en 1965 por 

Texaco-Gulf con Petroecuador: una cláusula arbitral y una cláusula de indemnidad que 

exigía que las partes no operadoras del AOC (en este caso, Petroecuador) indemnizaran 

al operador por cualquier sentencia dictada en su contra relacionada con las actividades 

desarrolladas. 

 

En 2009 un juez de la Corte Federal de Nueva York aceptó la posición del Estado 

ecuatoriano de que Petroecuador no estaba obligado a someterse al arbitraje incoado por 

Chevron-Texaco. 

 

El caso está cerrado. 

 

Chevron II (demandas comerciales insatisfechas) 

 

En 2006 Chevron-Texaco inició un procedimiento internacional de arbitraje 

contra el Gobierno del Ecuador ante la Corte Permanente de Arbitraje de la Haya por 1 

600 millones de dólares. Chevron-Texaco afirmó que había siete casos comerciales 

contra el Ecuador presentados por Texaco ante los tribunales ecuatorianos en la década 

de 1990 pendientes por resolver y considera que esto constituye un «retraso indebido» 

en la administración de justicia en virtud del derecho internacional. 

 

Para el Gobierno ecuatoriano, la Corte Permanente no emitió los 

pronunciamientos necesarios porque Chevron-Texaco no tomó las medidas adecuadas 

para resolver los casos (no envío los documentos requeridos por los tribunales). El 

Gobierno ecuatoriano afirma que la intención de Chevron-Texaco era retardar el 

proceso a fin de que con el tiempo desaparecieran o fueran menos evidentes las pruebas 

de contaminación. 

 

La demanda de Chevron-Texaco se basa en el Tratado entre la República del 

Ecuador y los Estados Unidos de América (TBI) sobre Protección y Promoción 

Recíproca de Inversiones. El TBI se firmó en 1993 y entró en vigor en 1997, cinco años 

después de que finalizaran las inversiones de Texaco en el país. Según el Ecuador, por 

esta razón la Corte no puede declararse competente para decidir con base en el TBI, 

pues este tratado no contiene cláusulas retroactivas. 

 

Estado actual del caso 

 

Pese a los argumentos del Ecuador, la Corte Permanente de la Haya se declaró 

competente y condenó al Estado ecuatoriano al pago de 96 millones de dólares por 

violación del artículo II 7) del TBI. La Corte afirmó que el Gobierno no le proporcionó 

a Chevron-Texaco «los medios efectivos» para resolver sus disputas. La Corte encontró 

responsable al Ecuador de estas acusaciones, pero rechazó la pretensión inicial de 

Chevron de ser indemnizada por un monto de 1 600 millones de dólares y en su lugar 

condenó al Estado ecuatoriano a pagar 77 millones de dólares, más intereses, para un 

total de 96 millones de dólares. 

 

El Ecuador solicitó la anulación del laudo de la Corte, petición que fue rechazada 

en septiembre de 2014.  Sin embargo, el procurador general, Diego García, afirmó que 

independientemente de la decisión de la Corte de la Haya, el Ecuador continuaría su 
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defensa ante la Corte de Apelaciones del Distrito de Columbia, en donde Chevron 

pretendía ejecutar el laudo del caso argumentando una falta de celeridad de la justicia 

ecuatoriana en las siete demandas de Texaco
20

. 

 

En agosto de 2015 la Procuraduría General del Estado ecuatoriano rechazó la 

decisión de la Corte de Apelaciones del Distrito de Columbia que condenaba al Ecuador 

al pago de 96 millones de dólares a Chevron. El procurador general analiza las opciones 

para apelar el fallo y dejarlo sin efecto. 

 

Chevron III (Petroecuador debería pagar por daños medioambientales en Lago 

Agrio)
21

 

 

En 2009 Chevron presentó una demanda contra el Estado ecuatoriano ante la 

Corte Permanente de Arbitraje de La Haya  alegando que: 

 

- El Ecuador violó el TBI suscrito con los Estados Unidos. 

- Chevron-Texaco no es responsable por daños ambientales en la Amazonía. 

Petroecuador y el Estado ecuatoriano son los responsables por los daños 

ambientales causados en Lago Agrio en el Ecuador. 

- Chevron no es responsable por los daños ambientales al haber sido liberada 

mediante el Acta de Finiquito de 1998 (Chevron-Texaco nunca fue liberada de 

su responsabilidad frente a los ciudadanos afectados como lo ha confirmado el 

laudo parcial de la Corte de 17 de septiembre de 2013). 

- Debería haber una compensación moral para Chevron-Texaco. 

Estado actual del caso 

 

El Tribunal se declaró competente sobre el TBI pero actualmente analiza si es 

competente sobre daños ambientales. En septiembre de 2013 el Tribunal dictó un laudo 

parcial de que un acuerdo firmado en 1995 por el Gobierno del Ecuador eximía a 

Chevron-Texaco de responsabilidad financiera de cualquier reclamación por «daño 

colectivo». Sin embargo, el Tribunal dejó abierta la posibilidad de que Chevron pueda 

ser responsable por daños individuales. 

 

El 7 de enero de 2014 el procurador general del Ecuador presentó una solicitud de 

anulación del laudo parcial y de los laudos interinos anteriores. 

 

El procurador general pidió a la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya 

suspender el proceso de arbitraje habida cuenta de que tras la emisión de la sentencia de 

casación por parte de la Corte Nacional de Justicia, han cambiado los términos de la 

demanda interpuesta por Chevron contra el Ecuador
22

. 

 

En enero de 2016 la Corte de Distrito de la Haya rechazó el argumento del 

Ecuador de que el Tribunal no era competente para conocer la reclamación de arbitraje 

                                                        
20

 http://www.telegrafo.com.ec/noticias/informacion-general/item/corte-suprema-del-reino-de-los-paises-

bajos-falla-contra-ecuador-en-caso-chevron-ii.html  
21

 http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/ 
22

 http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/ 

http://www.telegrafo.com.ec/noticias/informacion-general/item/corte-suprema-del-reino-de-los-paises-bajos-falla-contra-ecuador-en-caso-chevron-ii.html
http://www.telegrafo.com.ec/noticias/informacion-general/item/corte-suprema-del-reino-de-los-paises-bajos-falla-contra-ecuador-en-caso-chevron-ii.html
http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/
http://apoya-al-ecuador.com/el-caso-chevron/chevron-contra-el-estado-ecuatoriano/
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de Chevron contra el fallo. El procurador general del Ecuador ha dicho que su país 

apelará la decisión de la Corte.  

 

Estado: pendiente 

 

 

 

Contrato de participación con Occidental Petroleum (OXY) 

 

Occidental Petroleum alega que el Ecuador violó el TBI con los Estados Unidos al 

haber declarado el 15 de mayo de 2006 la caducidad del contrato que le permitía extraer 

100 000 barriles diarios de petróleo crudo en el Bloque 15 del Amazonas
23

. 

 

En 2000 OXY transfirió un 40 % de sus derechos en el Bloque 15 a la empresa 

canadiense Alberta Energy (Alberta Energy transferiría después su participación a la 

empresa canadiense EnCana), sin permiso del Ecuador. Para el Gobierno ecuatoriano, la 

violación de la cláusula pertinente del contrato constituye un motivo para la terminación 

del contrato. En 2006 Petroecuador, en representación del Gobierno, tomó posesión del 

Bloque 16. 

 

En 2006 OXY presentó una demanda ante el CIADI invocando la violación del 

TBI. En octubre de 2012, tras varios años de litigio, el CIADI condenó al Ecuador al 

pago de 1 769 millones de dólares a OXY. En 2013, el Ecuador presentó un pedido de 

nulidad de la decisión. Los argumentos fueron presentados en abril de 2014
24

. 

 

En enero de 2016 el Gobierno ecuatoriano y OXY llegaron a un acuerdo sobre el 

pago a OXY por parte del Ecuador en virtud del laudo arbitral del CIADI de noviembre 

de 2015. El monto acordado fue de 980 millones de dólares.  

 

 

3)Disputas en el CIADI relativas a la Ley 42 de 2006 

 

La Ley 42 de 2006 Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos, fue promulgada en abril de 

2006 bajo la Administración del presidente Rodrigo Palacio. La Ley 42 estipulaba el 

aumento del impuesto sobre los beneficios extraordinarios del petróleo a un 50 % del 

diferencial entre el precio obtenido y el precio fijado por contrato (ajustado por 

inflación). El excedente de ingresos proveniente de los precios extraordinariamente 

elevados debía pagarse a Petroecuador. 

 

En octubre de 2007 el presidente Correa promulgó el Decreto Ejecutivo 662 que 

estipulaba el aumento del impuesto sobre los beneficios extraordinarios del petróleo a 

un 99 % (un aumento de 49 puntos porcentuales de la tasa del 50 % establecida por la 

Ley 42). En diciembre de 2007 dicho impuesto se redujo a un 70 % de conformidad con 

la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en Ecuador aprobada por la Asamblea 

Constituyente.25 

 

                                                        
23

 http://www.eluniverso.com/2012/10/05/1/1356/cronologia-caso-oxy-tema-caducidad-contrato.html 
24

 http://expreso.ec/expreso/plantillas/nota.aspx?idart=2326641&idcat=19408&tipo=2 
25

 Registro Oficial 242 de 29 de diciembre de 2007. 

http://www.eluniverso.com/2012/10/05/1/1356/cronologia-caso-oxy-tema-caducidad-contrato.html
http://expreso.ec/expreso/plantillas/nota.aspx?idart=2326641&idcat=19408&tipo=2
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En general, la Ley 42 de 2006 se consideraba un medio para garantizar una 

distribución más justa de la riqueza proveniente del petróleo y a la vez servía de 

plataforma para promover la renegociación de los contratos de participación en 

contratos de prestación de servicios.  

 

La Ley 42 no fue bien recibida por las empresas petroleras que habían firmado 

contratos de producción compartida. Algunas empresas como Repsol YPF, Perenco y 

City Oriente demandaron al Estado del Ecuador ante el CIADI por supuestos daños 

ocasionados por los cambios de las reglas de sus contratos. 

 

 

Bloque 16 Repsol (operador), Overseas, Murphy and CRS 

 

1 Repsol Agosto de 2008. Asociada en el Bloque 16. Repsol, Overseas, Murphy y 

CRS. 

Repsol no aceptó la Ley 42 de 2006 y presentó una demanda arbitral ante el 

CIADI. 

 

Sin embargo, Repsol aceptó posteriormente la modificación de los contratos y el 

período de operación del Bloque 16 (principal yacimiento petrolero del Ecuador) 

fue ampliado hasta el 31 de diciembre de 2018, a condición de firmar un nuevo 

contrato de servicios. El contrato fue firmado en noviembre de 2010. En enero 

de 2011 se firmó otro contrato relativo al yacimiento Tivacuno. 

 

Con la firma de estos dos contratos las partes pusieron fin a sus diferencias. 

 

2 Murphy Agosto de 2008. Asociada en el Bloque 16. Repsol, Overseas, Murphy 

y CRS. 

Murphy fue otra de las empresas que demandó al Estado ecuatoriano ante el 

CIADI por la aplicación de la Ley 42 de 2006.  La empresa estadounidense 

reclamaba el pago de 185 millones de dólares de indemnización por la 

aplicación de la legislación interna. Por su parte, el Gobierno ecuatoriano aducía 

que la ley está en conformidad con la legislación nacional y no afecta el capítulo 

de inversiones. En agosto de 2011 el Tribunal del CIADI se declaró 

incompetente para tratar la demanda de Murphy y en consecuencia, Murphy 

tuvo que retirar su demanda. 

 

Finalmente, Murphy llegó a un acuerdo con Repsol que compró las acciones de 

Murphy en 2009. 

 

B) Bloque 27 - City Oriente Limited (operadora) 

 

3 CITY. Diciembre de 2006. Bloque 27 

CITY demandó al Ecuador ante el CIADI por la aplicación de la Ley 42 de 

2006.  CITY y el Gobierno del Ecuador llegaron a un acuerdo y CITY desistió 
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de la demanda. Tras un acuerdo de terminación mutua del contrato de 

participación el monto de la liquidación se redujo de 400 millones de dólares a 

58,9 millones.  

 

City Oriente retiró su solicitud de arbitraje contra el Ecuador en octubre de 2006.  

 

 

C) Bloques 7 y 21.  Perenco (operadora) y Burlington 

 

4 Perenco Junio de 2008. Operadora. Bloques 7 y 21. 

Perenco demandó al Ecuador ante el CIADI por la aplicación de la Ley 42 de 

2006. El CIADI admitió el reclamo por expropiación de Perenco Ecuador tras la 

expiración de los bloques 7 y 21, que operaron hasta 2009. En julio de 2014 el 

Tribunal Arbitral falló a favor de la empresa, por lo que el Ecuador deberá pagar 

a Perenco 440 millones de dólares más intereses y costas judiciales
26

.  

 

En respuesta, el Ecuador contrademandó a Perenco por daños ambientales en los 

bloques 7 y 21 en el marco del mismo arbitraje. Sigue pendiente el fallo a la 

espera de la emisión de la decisión sobre la responsabilidad del Ecuador.  

 

En noviembre de 2015 el Tribunal del CIADI emitió una decisión provisional en 

la que se invita a las partes a dirimir los asuntos relativos a la controversia. El 

Tribunal del CIADI criticó el testimonio de los expertos de ambas partes y 

recomendó que las partes recurran a un experto nombrado por el Tribunal. El 

Tribunal se negó a decidir inmediatamente sobre los asuntos planteados en la 

contrademanda, pero expresó su intención de hacerlo en el futuro al emitir su 

decisión final. 

 

El fallo aún está pendiente.  

 

 

5 Burlington. Junio de 2008. Asociada en los bloques 7 y 21. 

Burlington demandó al Ecuador ante el CIADI por la aplicación de la Ley 42 de 

2006. En diciembre de 2012 el CIADI determinó que el Ecuador expropió los 

bienes de Burlington en los bloques 7 y 21. Petroecuador asumió la operación 

del yacimiento en julio de 2009. Burlington aduce que el Ecuador debe 

indemnizar a la empresa con un monto que aún está por determinarse
27

. En 

diciembre de 2013 el Gobierno impugnó la decisión del árbitro.  

 

El fallo aún está pendiente. 

 

 

 

 

 

                                                        
26

 http://www.elcomercio.com/actualidad/ciadi-perenco-arbitraje-ecuador-ganancias.html 
27

 http://www.elcomercio.com/actualidad/negocios/tribunal-del-ciadi-fallo-ecuador.html  

http://www.elcomercio.com/actualidad/ciadi-perenco-arbitraje-ecuador-ganancias.html
http://www.elcomercio.com/actualidad/negocios/tribunal-del-ciadi-fallo-ecuador.html
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Conclusiones 

 

El Ecuador enfrenta demandas internacionales ante el CIADI, presentadas en su 

mayoría por petroleras extranjeras como Perenco (Francia) y Burlington y OXY 

(Estados Unidos), por supuesto incumplimiento de contrato
28

. El Ecuador aún tiene 

procesos pendientes pese a haber denunciado y dado por terminado el convenio con el 

CIADI. De los 13 procesos que el Ecuador tiene en el CIADI, solo dos corresponden al 

sector petrolero y están pendientes, a saber: Perenco y Burlington. 

 

 

Número 
del caso 

Demandante Demandado Estado: 

ARB/08/10 Repsol YPF Ecuador, S.A. y otros 
República del Ecuador y 
Empresa Estatal Petróleos del 
Ecuador (PetroEcuador) 

Finalizado 

ARB/08/6 Perenco Ecuador Limited República del Ecuador Pendiente 

ARB/08/5 Burlington Resources, Inc. República del Ecuador Pendiente 

ARB/08/4 Murphy Exploration y Production Company International República del Ecuador Finalizado 

ARB/06/21 City Oriente Limited 
República del Ecuador y 
Empresa Estatal Petróleos del 
Ecuador (PetroEcuador) 

Finalizado 

ARB/06/11 
Occidental Petroleum Corporation y Occidental Exploration 
and Production Company 

República del Ecuador Finalizado 

ARB/01/10 Repsol YPF Ecuador S.A. 
Empresa Estatal Petróleos del 
Ecuador (PetroEcuador) 

Finalizado 

 
 

En julio de 2009 el presidente del Ecuador, Rafael Correa, firmó un decreto en el 

que denuncia y por lo tanto, «declara terminado» el convenio con el CIADI del Grupo 

del Banco Mundial. Entre los argumentos expuestos por el Gobierno para terminar el 

convenio con el CIADI está el conflicto con la nueva Constitución del país, aprobada 

por plebiscito popular en 2008. 

 

El artículo 422 de la nueva Constitución declara inconstitucional que la nación 

andina se someta a arbitraje, a menos que se trate de la reclamación de un ciudadano 

latinoamericano o se lleve a cabo en un foro latinoamericano. Aun así, el Ecuador debe 

seguir con los casos presentados antes de 2009.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                        
28

 http://www.ictsd.org/bridges-news/puentes/news/ecuador-finiquita-convenio-con-el-ciadi 

http://www.ictsd.org/bridges-news/puentes/news/ecuador-finiquita-convenio-con-el-ciadi
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ANEXO 2: INFORME DEL FMI SOBRE BOLIVIA 

 
 
El informe del personal técnico sobre las consultas Artículo IV con Bolivia de febrero 

de 2014 del Directorio Ejecutivo del FMI reconoce el buen desempeño económico de 

este país.   

 

Según el FMI, el buen desempeño macroeconómico y la aplicación de políticas 

sociales activas desde mediados de la primera década de 2000 contribuyeron a que 

Bolivia prácticamente triplicara el ingreso per cápita y redujera la pobreza extrema. La 

adopción de políticas fiscales prudenciales favoreció el ahorro de una parte considerable 

de los ingresos inesperados provenientes de los hidrocarburos generados por el auge de 

los precios de los productos básicos, con lo que aumentó la resiliencia de la economía a 

las perturbaciones externas. En efecto, Bolivia fue uno de los pocos países de América 

Latina que registró un crecimiento positivo sostenido durante la crisis mundial de 2008 

y 2009 y consiguió sortear la reciente desaceleración económica de la región.  

 

Al mismo tiempo han tenido lugar profundos cambios políticos y sociales en el 

país. La Constitución de 2009 dispone una revisión sustancial de los marcos jurídicos y 

políticos del país. La estrategia económica del Gobierno boliviano se ajusta a los 

nuevos requisitos constitucionales y prevé la expansión y la industrialización de la 

producción de los recursos naturales. Las autoridades también están haciendo 

progresos en su intento por reducir los elevados niveles de pobreza y desigualdad; 

reducir las tasas de mortalidad infantil y materna, y mejorar el acceso a los servicios 

públicos en zonas aisladas. 

 

El crecimiento del PIB real y la posición externa siguen siendo fuertes. Los datos 

más recientes indican que el crecimiento del PIB real aumentó de un 5,2 % en 2012 a un 

6,6 % en septiembre de 2013 gracias al aumento de las exportaciones, a la resiliencia 

del consumo privado y a la adopción de políticas macroeconómicas flexibles. El FMI 

proyecta un crecimiento de la producción de un 6,7 % para el año completo, lo que 

representa la mayor tasa de crecimiento en 30 años.  

 

Pese a los grandes volúmenes de exportación se prevé que el superávit de la 

cuenta corriente externa se reducirá a un 4 % del PIB en 2013 tras el nivel máximo de 

un 7,8 % del PIB alcanzado en 2012, debido a unos términos de intercambio menos 

favorables y a la recuperación de las importaciones. Las importantes reservas 

internacionales netas (estimadas en un 40 % del PIB a finales de 2013) siguen 

proporcionando un amplio margen contra las perturbaciones externas. 
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Las políticas sociales orientadas a lograr ambiciosos objetivos redistributivos y de 

disminución de la pobreza han elevado los niveles de vida de los hogares vulnerables. 

La evaluación de los efectos de los programas de transferencia de efectivo y una mejor 

asignación de las subvenciones a los combustibles ayudarían a mejorar la concepción y 

la eficacia en función de los costos de las políticas sociales. Además, una de las 

prioridades de larga data sigue siendo ampliar el acceso a servicios sanitarios de 

calidad, así como al agua y el saneamiento. 

 

Se espera que la economía siga creciendo por encima del nivel potencial en 2014, 

aunque a un ritmo más lento, y los riesgos para las perspectivas parecen controlables. 

Aunque los riesgos externos a corto y mediano plazo han aumentado (en particular, por 

la fuerte caída de los precios de los productos básicos a escala mundial y por una 

actividad económica más débil de los principales socios comerciales), las considerables 

reservas internacionales y depósitos del Gobierno en el Banco Central brindan 

protección. En general, los riesgos internos están equilibrados; el riesgo al alza del 

estímulo fiscal se compensa con el riesgo a la baja debido a un entorno desfavorable 

para la inversión privada. 

 
Fuente: Bolivia, FMI Consulta del Artículo IV con Bolivia, febrero de 2014. 
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ANEXO 3: INFORME DEL FMI SOBRE EL ECUADOR 

 
 
El Ecuador llevó a la práctica una estrategia orientada al crecimiento del sector público 

durante el auge de los precios del petróleo que produjo importantes beneficios sociales. 

Dicha estrategia fue impulsada por el presidente Correa desde su elección en 2007.  El 

informe del FMI de la Consulta del Artículo IV con el Ecuador de octubre de 2015 

reconoce este logro.   

 

El crecimiento económico medio del último decenio ha sido de un 4 % apuntalado 

por las condiciones comerciales favorables y grandes inversiones públicas, lo que ha 

contribuido a una importante mejora de los indicadores sociales. Los objetivos del 

Ecuador de diversificación de la producción de energía, y de una mejora de la 

infraestructura y la equidad social se reflejaron en la situación fiscal global del sector 

público no financiero que pasó de una situación de equilibrio en 2011 a un déficit del 3 

% del PIB entre 2012 y 2014, pese a los altos precios del petróleo, debido 

principalmente al elevado gasto de capital. Durante el mismo período la deuda pública 

aumentó de un 9,5 % a un 31, 3 % del PIB. 

 

La tasa de pobreza y el índice de GINI disminuyeron de un 38 % y 0.54 

respectivamente en 2006 a 22,5 % y 0.47 en 2014, mientras que la tasa de desempleo 

disminuyó significativamente. La dolarización ayudó a preservar la estabilidad 

financiera. En 2014 el crecimiento disminuyó de forma moderada a un 3,8 %, pero se 

mantuvo más alto que en los demás países de la región, como ha sido el caso en los 

últimos siete años. 

  
 

 
 
 

En 2014 los ingresos familiares de referencia superaron por primera vez el costo 

de la canasta básica de consumo. La convergencia social se logró en parte mediante el 

aumento de los salarios reales superior al aumento de la productividad, lo que 

contribuyó a mantener la inflación en alrededor de un 4 % durante el decenio.  

 

Desde el último trimestre de 2014 la economía ha sido afectada por 

perturbaciones externas y se está desacelerando. La fuerte caída de los precios 

internacionales del petróleo, en casi la mitad para la mezcla ecuatoriana, disminuyó 
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significativamente los ingresos petroleros. Además, la apreciación real del tipo de 

cambio, de un 16 % interanual en junio de 2015, ha hecho mella en la competitividad. 

 

Las autoridades reaccionaron rápidamente a las perturbaciones recortando el gasto 

público, aplicando salvaguardias por balanza de pagos y conteniendo el aumento del 

salario mínimo. Por esta razón, las importaciones no petroleras han disminuido 

considerablemente desde abril de 2015 y se estima que el déficit fiscal de 2015 se 

mantendrá dentro del objetivo presupuestario inicial. Sin embargo, las necesidades de 

financiación bruta siguen siendo considerables y el acceso al crédito internacional se ha 

restringido. 

 

Fuente: Ecuador, FMI Consulta del Artículo IV con el Ecuador, octubre de 2015 
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